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PROYECTO DE LEY NÚMERO 359 DE 2021 CÁMARA

por medio del cual se crea el informe anual de peajes al Congreso de la República.

PPROYECTO DE LEY No. ____ de 2021 Cámara

“Por medio del cual se crear el informe anual de peajes al congreso de la 
republica”

EL CONGRESO DE COLOMBIA,

DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto que el Gobierno nacional, a través del 
Ministerio de Transporte, Instituto Nacional de Vías –INVIAS- y la Agencia Nacional de 
Infraestructura -ANI- rinda informe anual sobre los impactos (negativos y positivos) de los 
peajes hacia las poblaciones colindantes, sector transporte y demás sectores económicos 
que sean afectados directamente, e informar sobre el estado de las vías con peajes sobre el 
territorio colombiano. 

Artículo 2°. Los informes deben ser presentados anualmente en sesión formal de las 
Comisiones Sextas Conjuntas de Senado y Cámara y deben exponer los siguientes temas:

a) Estado de las obras y vías concesionadas con peajes.
b) Estudio de los efectos negativos y positivos hacia poblaciones colindantes, sector

transporte y demás sectores económicos.
c) Cantidad de recursos recaudados y ejecutados derivados de los peajes.
d) Especificación de los nuevos peajes concesionados y sus estudios previos.
e) Análisis de tiempos restante que le quedan a las vías concesionadas con peajes y

posibles prorrogas.
f) Estrategias que permitan el desmonte de peajes sobre el territorio colombiano.
g) Avance sobre el uso de las tecnologías para el eficiente recudo de los peajes.

Artículo 3°. Los informes deberán ser presentados a todos los Honorables Senadores y 
Representantes a la Cámara y socializados con la ciudadanía, gremios, y sindicatos de 
trabajadores, de los distintos sectores económicos que sean afectados directamente. Para tal 
efecto se realizarán audiencias públicas, y se divulgarán los informes a través de los 
diferentes medios de comunicación masivos e instrumentos que designa la ley para los fines 
informativos a la ciudadanía.

Parágrafo 1°. Las audiencias públicas además de contar con la participación de los ya 
mencionados, también debe contar con la participación de representantes de la población 
afectada a los cuales se les deberá hacer una especial presentación sobre los impactos 
derivados concesión. 

Parágrafo 2°. La convocatoria a la audiencia pública 
será abierta y se debe publicitar con tres meses de antelación. En ninguna circunstancia se 
pobra prohibir la participación de ninguna persona o sector.

Artículo 4°. Ninguna información relaciona con las concesiones de los peajes podrá ser 
privada o reservada, tanto por parte de los de las instituciones públicas encargadas como de 
las empresas que cuentas con las concesiones. 

Artículo 5°. Un mes antes de la presentación del informe el gobierno deberá consultar a los 
diversos gremios para escuchar sus inquietudes y dejar constancia de ello en su información 
al Congreso.

Artículo 6°. Vigencia y derogatoria. La presente ley rige a partir de la fecha de su 
publicación previa sanción.

Cordialmente, 

______________________________
LEÓN FREDY MUÑOZ LOPERA
Representante a la Cámara
Partido Alianza Verde
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PROYECTO DE LEY NÚMERO ____ DE 2021
CÁMARA

“Por medio del cual se crear el informe anual de peajes al congreso de la 
republica” 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

Con el fin de realizar la exposición de motivos del presente Proyecto de Ley, y argumentar 
la relevancia de aprobación del mismo, este acápite se ha divido en ocho (8) partes que 
presentan de forma ordenada la importancia del tema, estas son: (1) Justificación, (2)
Problemática, (3) Objetivos, (4) Antecedentes, (5) Fundamento jurídico, (6) Impacto fiscal
(7) Descripción del proyecto y (8) Estudio conflicto de interés.

1. Justificación

Este proyecto es de suma importancia para Colombia ya que busca fortalecer los 
mecanismos de control político e información pública de los peajes, esto mediante un 
informe obligatorio que debe presentar el Ministerio de Transporte, Instituto Nacional de 
Vías –INVIAS- y la Agencia Nacional de Infraestructura -ANI- hacía el congreso de la 
república sobre el estado de las vías y el impacto tanto negativo como positivo de los peajes
sobre las comunidades aledañas, gremios afectados y población en general.  

Por otro lado, se debe resaltar la gran importancia de las vías terrestres para la dinamización 
de la economía, la interconectividad, el transporte y en general el desarrollo del país. La
principal forma para financiar las vías es por medio de los peajes los cuales funcionan bajo 
la lógica de una contraprestación por parte de los usuarios que hagan uso de la vía y 
mediante dicho recaudo se construyen nuevas vías y se mantiene las existentes.  

Sin embargo, así como los peajes cumplen la función de recaudo para el óptimo
funcionamiento de las vías, se debe tener en cuenta las externalidades negativas que 
generan. Como por ejemplo las poblaciones colindantes que deben de pagar diariamente 
por motivos laborales, estudio, médicos y entre otros un peaje para poder desplazarse de un 
municipio a otro lo cual repercute directamente sobre los ingresos diarios de la población 
colindante.

En el mismo sentido, se tiene el desincentivo del turismo causado por el sobrecosto que 
generan los peajes, lo cual incide sobre la decisión final del ciudadano, sobre qué lugar 
visitar, de la misma forma se vuelve menos competitivo turísticamente un destino con 
peajes que uno sin o menos peajes.  

Complementariamente uno de los principios de las vías terrestres es optimizar el tiempo de 
transporte. Sin embargo, los peajes causan grandes estancamientos consecuencia de las 
largas filas que se generan en ciertos horarios para el pago de los peajes. Con base en lo 
anterior se evidencia que a pesar de que los peajes cumplen una función fundamental para 
el recaudo y mantenimiento de las vías, también se evidencia unas externalidades negativas 
derivadas de los peajes las cuales hoy en día son una problemática constante a la cual se le 
debe prestar mayor atención.

A causa de los peajes la industria no se asienta en ciertos lugares ya que sus productos se 
encarecerían a causa del sobre costo que representan el cobro de los peajes causando que 
sean menos competitivos frente a otros productos, así mismo los más perjudicados son los 
productos agrícolas que el sobre costo debe ser asumido por el consumidor final lo que 
encarece la canasta básica familiar.

El congreso de la república debe preponderar y salvaguardar los intereses de la sociedad, el 
sector privado y del Estado, y de esta forma lograr dinamizar el desarrollo de la economía y 
de la población.  

Ahora bien, los peajes y las vías son un tema transversal como ya se denoto anterior mente, 
al cual el congreso de la república debe prestar mayor atención y atendiendo la función 
constitucional de control político que tiene el congreso, se debe de generar un mecanismo 
como el que propone este proyecto de ley, el cual busca que se rinda un informe anual a las 
comisiones sextas de cámara y senado sobre el tema de los peajes, para que de esta forma 
se conozca sobre el avance, estado, efectos, contratos y adiciones. Además, este proyecto 
va en mismo sentido de la política de apertura de la información, transparencia y diálogo 
entre el Estado y los ciudadanos.

2. Problemática

Una de las principales problemáticas que este proyecto de ley busca atacar es la dificultad 
de acceso a la información pública, más con un tema tan controversial como son los peajes 
los cuales como ya se ha mencionado generan externalidades negativas sobre las
comunidades aledañas, es por ello que se hace necesario que, mediante un informe anual 
presentado ante el congreso, este se convierta en la herramienta para esclarecer el manto de 
duda que muchas veces generan los peajes.

A continuación, se van a exponer una serie de testimonios recopilados de la audiencia 
pública del lunes 27 de septiembre del proyecto de ley 602/2021 de Cámara “Por medio del 
cual se modifican la ley 105 de 1993 y la ley 1508 de 2012; y se reestructura la política 
tarifaria de los peajes en la infraestructura de transporte” esto con fin de demostrar la dura 
problemática que se generan a partir de los peajes. 

“Los peajes de la Ruta del Cacao según la comunidad han provocado afectaciones 

ambientales debido a los 5 peajes. La 
concesionaria construyo unos recolectores de tierra, el Z18 construido por la 
entidad fue ubicado sobre una afluente hídrico, afectándolo totalmente e 
impidiendo el abastecimiento de agua potable. La afectación económica de las 
veredas ubicadas en algunas zonas de Sogamoso se traduce en el pago de mínimo 
de seis peajes en cualquier dirección lo que afecta la competitividad del producto.”
Sergio Andres Perez
“En el peaje de Turbaco existen organizaciones civiles que llevan 23 días de 
protestas contra el peaje ubicado en dicho municipio, denunciando detenciones 
arbitrarias, golpizas y agresiones a los manifestantes. El peaje de Turbaco se 
encuentra inmerso en el contrato ruta caribe, con el argumento de reducir los 
costos de viaje entre Cartagena y barranquilla; no obstante, la vía de la 
cordialidad tiene 6 peajes.
A 30 de junio el consorcio había alcanzado el ingreso esperado para el peaje 
incluso teniendo lucros por encima de los esperados. Por lo que la sociedad civil 
espera que se aplique la cláusula de reversión y se liquide el peaje.
Los habitantes de Turbaco han pagado el 70% de los ingresos del peaje en el último 
año, han aguantado la presencia del peaje por más de 40 años y ahora desean 
continuar en el cobro de los mismos con el fin de realizar obras adicionales que no 
van a impactar al municipio.” Carlos Vargas
“Los peajes son un robo legalizado, representan la entrega de las vías de Colombia 
a privados. La vía del cacao es una muestra de cómo 2.7 billones de pesos que van 
a hacer pagar al pueblo santandereano, en datos la economía de Barrancabermeja 
se ha desplomado en un 37%; esto contrasta con las ganancias astronómicas de 
quienes manejan los peajes. Los peajes afectan de manera ostensible el desarrollo 
territorial y los peajes implican una dificultad para cambiar la orientación 
económica de la ciudad. Van a pagar el tercer peaje más caro de Colombia precio 
que se va a trasladar a los consumidores finales.” Ludwing Gomez.

Como se puede apreciar a partir de los anteriores testimonios, se generan fuertes críticas
hacia los peajes por los múltiples problemas y afectaciones hacia la población. Se puede 
intuir que uno de los principales problemas es la falta de claridad por parte de la ciudanía 
en cuanto a los peajes, duración de estos y los recursos recaudados. La incertidumbre 
generada por la falta de información causa gran informidad, ya que muchas la comunidad 
no entiende la justificación del porque la existencia de ciertos peajes, más aún si se tiene en 
cuenta el difícil el acceso a la información. 

3. Objetivos.

3.1 General.

Crear un informe y socialización anual sobre los impactos de los peajes 
hacia la población colombiana.

3.2 Específicos.

Generar un mecanismo de transparencia e información a través de informes
y audiencias públicas.

Establecer los efectos negativos y positivos de los peajes hacia la población
colombiana.

Conocer el estado, prorrogas y recaudo de los actuales peajes
concesionados.

Fortalecer la función de control político del congreso de la república.

4. Antecedentes.

En los últimos cinco años al congreso de la república se han radicado 15 proyectos de ley 
relacionados con el tema de peajes, lo que denota una clara existencia de una problemática 
relacionada con el tema y una demanda ciudadana por una solución. En la siguiente tabla se 
enuncian y describen los proyectos de ley: 

Proyectos de ley radicados (últimos 5 años) sobre tema de peajes 
Número del 
Proyecto de 

Ley 
Titulo Objeto Estado

06/17 
senado

“Por medio de la cual se 
modifica el artículo 21 de la 
Ley 105 de 1993, 
modificado por el artículo 1 
de la Ley 787 de 2002. 
[Descuento nocturno en 
peajes]”

Los vehículos que circulen entre 
las 22:00 horas y las 5:00 horas 
del día siguiente, tendrán un 
descuento de hasta el 30% sobre 
el valor de la tarifa plena del 
peaje para las vías nacionales de 
primera y segunda generación, y 
de hasta el 15% sobre el valor de 
la tarifa plena del peaje para las 
vías nacionales de tercera y 
cuarta generación.

Archivado

24/17 
Cámara 

“Por medio de la cual se 
modifica la Ley 105 de 
1993 y se dictan otras 
disposiciones. [Peajes y 
ciclo infraestructura]”

La presente ley tiene por objeto 
modificar la Ley 105 de 1993 en 
lo referente a la destinación de 
los recursos del peaje para 
financiar proyectos de ciclo-
infraestructura en todo el país y 
con ello, apoyar la práctica del 
ciclismo deportivo de carretera.

Archivado
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200/17 
Cámara

“Por medio de la cual se 
crea el artículo 32A de la 
ley 105 de 1993, se regulan 
las cláusulas de eficiencia 
en el recaudo del peaje en
los contratos de concesión 
vial y se dictan otras 
disposiciones. [Eficiencia 
en el recaudo de peajes]”

En los contratos de concesión 
para obras de infraestructura 
vial, la entidad estatal 
concedente deberá establecer 
una cláusula de eficiencia en el 
recaudo del peaje, en la que se 
establezca que en la etapa de 
operación y mantenimiento de la 
vía el concesionario deberá 
garantizar una eficiencia en el 
recaudo de la tasa, y adoptar las 
medidas que se requieran para 
que la acumulación de vehículos 
en los carriles no supere los 100 
metros contados desde la cabina 
de cobro.

Archivado

261/18 
Cámara

“Por medio del cual se 
dictan disposiciones en 
materia de establecimiento 
de peajes en la construcción 
y mantenimiento de la 
infraestructura vial de 
transporte que benefician al 
crecimiento urbano de los 
municipios colombianos y 
se dictan otras normas. 
[Peajes]”

El presente proyecto de ley 
busca corregir una injusticia que 
se comete con los municipios de 
Colombia cuando dentro de la 
estructuración de los sitios de 
ubicación de peajes en las vías 
nacionales se afectan 
inmensamente la proyección del 
desarrollo urbano y 
socioeconómico de estas 
entidades territoriales. Con el fin 
de dar claridad a la justificación 
del proyecto, dividiremos la 
presentación en tres (3) partes: 
la primera, la normativa jurídica 
que regula los peajes; la 
segunda, el proceso de 
expansión urbano y 
socioeconómico de los 
municipios de Colombia y la 
afectación que sobre ese proceso 
afectan la ubicación de ciertos 
peajes y, por último, alternativas 
de solución con el presente 
proyecto de ley.

Archivado

204/18 
Cámara

“Por medio de la cual se 
modifica parcialmente el 
artículo 21 la Ley 105 de 
1993 en relación a la 
ubicación y reubicación de 
peajes y el establecimiento 
de tasas y tarifas 
[Reglamentación peajes]”

Este proyecto de ley busca 
complementar con cinco 
aspectos los elementos 
estructurantes establecidos en el 
capítulo III de la ley 105 de 
1993 en relación con los 
recursos para la construcción y 
conservación de la 
infraestructura de transporte. La 
adición de estos elementos 
enriquece los mecanismos 
contemplados en dicha norma y 
además permiten que el peaje 
como herramienta de 
financiación de la construcción, 
conservación y rehabilitación de 
la malla vial continúe siendo 
efectiva.

Archivado

183/18 
Senado

“Por medio de la cual se 
modifica parcialmente el 
artículo 21 la Ley 105 de 
1993 en relación a la 
ubicación y reubicación de 
peajes y el establecimiento 
de tasas y tarifas. 
[Ubicación de peajes]”

Este proyecto de ley busca que 
las tarifas de los peajes sean 
diferenciadas; que sea 
obligatorio el establecimiento de 
tasas o tarifas de peaje 
diferenciales para los residentes 
en la zona donde sean ubicadas 
las estaciones de cobro; que para 
determinar la ubicación de un 
peaje se tenga en cuenta la 
categoría del o de los 
municipios; que en ningún caso 
se pueda determinar la ubicación 
de las estaciones de cobro sin la 
presentación de los estudios 
socioeconómicos respectivos y 
su socialización con las 
comunidades. Y, por último, que 
para poder ordenar el traslado de 
una estación de peaje de un 
punto a otro, la Nación deberá 
primero determinar las 
exenciones o tarifas 
diferenciales para la comunidad 
que resulte afectada con el 
traslado.

Archivado

299/18 
Cámara

“Por medio del cual se 
modifica la Ley 105 de 
1993 y se dictan medidas 
en relación con los peajes. 
[Regulación peajes]”

La presente ley tiene por objeto 
diseñar una regulación mínima 
que evite abusos al momento de 
establecer tarifas e 
infraestructura de peajes de 
carreteras.

Archivado

25/19 
Cámara

“Por medio del cual se 
dictan medidas en relación 
con los peajes. [Costo 
peajes]”

La presente ley tiene por objeto 
diseñar una regulación mínima 
que evite abusos al momento de 
establecer tarifas e 
infraestructura de peajes de 
carreteras.

Archivado

62/19 
Cámara

“Por medio del cual se 
establecen medidas a favor 
de las personas afectadas 
por el cierre de las vías 
terrestres en Colombia y se 
dictan otras disposiciones. 
[Tarifas peajes]”

El objeto del presente proyecto 
de ley es establecer medidas que
contribuyan a reducir el impacto 
económico y social para las 
personas que se ven afectadas 
como consecuencia del cierre de 
las vías terrestres en Colombia.

Archivado

254/19 
Cámara

“Por medio de la cual se 
exceptúa del pago de tasas, 
tarifas y peajes en la 
infraestructura de transporte 
a cargo de la Nación a las 
ambulancias, sean de 
carácter público o privado, 
en todo el territorio 
nacional. [Ambulancias 
exentas de peaje]”

La excepción del pago del peaje 
por parte de las ambulancias 
únicamente se hará efectiva en 
las cosas de cumplimiento de su 
labor. Archivado

96/20 
Cámara

“Por medio del cual se 
dictan medidas en relación 
con los peajes. [Peajes]”

La presente ley tiene por objeto 
diseñar una regulación mínima 
para la reestructuración en 
término de tarifas e 
infraestructura de los diferentes 
peajes de concesiones privadas, 
públicas o mixtas de las 
carreteras nacionales, generando 
consigo las disposiciones 
necesarias para evitar abusos en 
materia de cobro y frecuencia de 
cobro para los usuarios de las
vías primarias y secundarias del 
país.

Archivado

170/20 
Cámara

“Por medio de la cual se 
incentiva la movilidad 
híbrida en todo el territorio 
nacional y se dictan otras 
disposiciones. [Incentiva la 
movilidad híbrida]”

Con el presente proyecto de ley 
se pretende incentivar la 
movilidad hibrida en el territorio 
nacional, otorgando beneficios 
como reducción en las tarifas de 
peaje, en el SOAT, en la 
revisión técnico-mecánica y en 
espacios especiales para 
parqueo, entre otros, a los 
propietarios de los vehículos 
híbridos. Será el Ministerio de 
Transporte quien deberá otorgar 
una etiqueta ambiental como 
distintivo para acceder a dichos 
beneficios.

Pendiente de 
Segundo debate

222/20 
Cámara

“Por la cual se establecen 
medidas a favor de las 
personas afectadas por el 
cierre de las vías terrestres 
en Colombia y se dictan 
otras disposiciones. 
[Reducción del pago de 
peajes para afectados]”

El objeto del presente proyecto 
de ley es contribuir a reducir los 
efectos económicos que acarrea 
el cierre de las vías en Colombia
a través de la reducción del pago 
de peajes por vías alternas para 
los vehículos provenientes de las 
ciudades afectadas y la exención 
de pago de los peajes de retorno 
cuando se verifique un cierre de 
las vías para los vehículos que 
se encuentren transitando en la 
misma y que decidan no esperar 
la reapertura.

Pendiente de 
Segundo debate

602/21 
Cámara

“Por medio del cual se 
modifican la Ley 105 de 
1993 y la Ley 1508 de 
2012; y se reestructura la 
política tarifaria de los 
peajes en la infraestructura 
de transporte. [Reestructura 
la política tarifaria de los 
peajes]”

La presente ley crea 
lineamientos para la fijación de 
tarifas, incrementos anuales y 
distancias mínimas 
correspondientes a los peajes en 
la infraestructura de transporte a 
cargo de la Nación y de las 
entidades territoriales.

Pendiente de 
Segundo debate

212/21 
Senado

“Por medio de la cual se 
modifica parcialmente la 
Ley 105 de 1993 con 
relación a los peajes de 
infraestructura de transporte 
– modo carretero a cargo de
la Nación, sus 
especificaciones en
términos de calidad y se 
dictan otras disposiciones. 

La presente ley tiene por objeto 
diseñar una política integral
de peajes de infraestructura de 
transporte-modo carretero a 
cargo de la Nación,
con el fin de velar por el 
adecuado cumplimiento de 
estándares técnicos y
socioeconómicos a la hora de 
definir las tarifas de los peajes 

Pendiente de primer 
debate
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[Peajes]” de carreteras.

Sin embargo, ninguno de los proyectos de ley anterior mente mencionados aborda el 
problema de los peajes mediante una política de gobierno abierto para que de esta forma el 
congreso y la ciudadanía tenga acceso a información sobre los peajes y se evite actos de 
corrupción relacionados con los peajes.

5. Fundamento jurídico.

Como ya se ha venido mencionando una de las principales funciones del congreso de la 
república es realizar control político sobre el gobierno y la administración, desde la misma 
constitución política queda enmarcado.  

“Artículo 114. Corresponde al Congreso de la República reformar la 
Constitución, hacer las leyes y ejercer control político sobre el gobierno y la 
administración.

El Congreso de la República estará integrado por el Senado y la Cámara de 
Representantes.” (Resaltado fuera de texto).

Asimismo, mediante la ley 5 de 1991 “Por la cual se expide el Reglamento del Congreso, 
el Senado y la Cámara de Representantes” se desarrollan en mas detalle las funciones del 
congreso de la república, donde se resalta el articulo 6 en sus numerales 3 y 6, donde se 
exponen que la función de control político y control público. 

“ARTICULO 6º. Clases de funciones del Congreso. El Congreso de la 
República cumple: 
1. Función constituyente, para reformar la Constitución Política mediante
actos legislativos. 
2. Función legislativa, para elaborar, interpretar, reformar y derogar las leyes
y códigos en todos los ramos de la legislación. 
3. Función de control político, para requerir y emplazar a los Ministros del
Despacho y demás autoridades y conocer de lasacusaciones que se formulen 
contra altos funcionarios del Estado. La moción de censura y la moción de 
observaciones pueden seralgunas de las conclusiones de la responsabilidad 
política. 

4. Función judicial, para juzgar excepcionalmente
a los altos funcionarios del Estado por responsabilidad política. 
5. Función electoral, para elegir Contralor General de la República,
Procurador General de la Nación, Magistrados de la CorteConstitucional y de 
la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, 
Defensor del Pueblo, Vicepresidente de laRepública, cuando hay falta 
absoluta, y Designado a la Presidencia en el período 1992-1994.
6. Función administrativa, para establecer la organización y funcionamiento
del Congreso Pleno, el Senado y la Cámara deRepresentantes. 
7. Función de control público, para emplazar a cualquier persona, natural o
jurídica, a efecto de que rindan declaraciones, orales oescritas, sobre hechos 
relacionados con las indagaciones que la Comisión adelante.
8. Función de protocolo, para recibir a Jefes de Estado o de Gobierno de otras
naciones.”

Lo anterior deja ver que una de las principales funciones del Congreso de la Republica es 
la de control político es por ello mediante este proyecto de ley se lograría fortalecer dicha 
función, ya que las entidades y empresas deberán presentar un informe, y de esta forma los
congresistas contaran con más herramientas para realizar sus funciones. 
Este proyecto de ley no solo apunta a fortalecer la función de control político sino también, 
la política de gobierno abierto la cual esta desarrollada mediante la Ley 1474 de 2011 “Por 
la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, 
investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión 
pública”, así mismo esta misma ley prevé que para mejorar la función de vigilancia y 
control y de esta forma evitar actos de corrupción se debe publicar toda la política, 
estrategias y proyectos de la diferentes entidades es por ello que esta ley también se vería 
beneficiada, ya que este proyecto de ley prevé la información que se debe publicar y es 
mas especifico en los requerimientos. 

“Ley 1474 de 2011, Artículo 74. Plan de acción de las entidades públicas. A 
partir de la vigencia de la presente ley, todas las entidades del Estado a más 
tardar el 31 de enero de cada año, deberán publicar en su respectiva página 
web el Plan de Acción para el año siguiente, en el cual se especificarán los 
objetivos, las estrategias, los proyectos, las metas, los responsables, los planes 
generales de compras y la distribución presupuestal de sus proyectos de 
inversión junto a los indicadores de gestión.
A partir del año siguiente, el Plan de Acción deberá estar acompañado del 
informe de gestión del año inmediatamente anterior.
Igualmente publicarán por dicho medio su presupuesto debidamente 
desagregado, así como las modificaciones a este o a su desagregación.

Parágrafo. Las empresas industriales y comerciales del Estado y las 
Sociedades de Economía Mixta estarán exentas de publicar la información 
relacionada con sus proyectos de inversión.”

Por último, la presente norma se adhiere a la Política de 
Rendición de Cuentas de la Rama Ejecutiva a los ciudadanos, establecida en el documento-
Compes 3654 de 2010 y orientada a consolidar una cultura de apertura de la información, 
transparencia y diálogo entre el Estado y los ciudadanos.

6. Impacto fiscal.

De conformidad con lo presentado, pero específicamente con el artículo 7° de la Ley 819
de 2003, los gastos que genere la presente iniciativa se entenderán incluidos en los 
presupuestos y en el Plan Operativo Anual de Inversión a que haya lugar.

Teniendo en cuenta lo anterior, y dada la obligación del Estado de velar por el interés 
general, así como de promover la autonomía de las entidades territoriales, es relevante 
mencionar que una vez promulgada la Ley, el Gobierno deberá promover su ejercicio y 
cumplimiento. Además, se debe tener en cuenta como sustento, un pronunciamiento de la 
Corte Constitucional, en la cual se puntualizó de acuerdo a la sentencia C-490 de 2011, lo 
siguiente:

“El mandato de adecuación entre la justificación de los proyectos de ley y la 
planeación de la política económica, empero, no puede comprenderse como un 
requisito de trámite para la aprobación de las iniciativas legislativas, cuyo 
cumplimiento recaiga exclusivamente en el Congreso. Ello en tanto (i) el Congreso 
carece de las instancias de evaluación técnica para determinar el impacto fiscal de 
cada proyecto, la determinación de las fuentes adicionales de financiación y la 
compatibilidad con el marco fiscal de mediano plazo; y (ii) aceptar una 
interpretación de esta naturaleza constituiría una carga irrazonable para el 
Legislador y otorgaría un poder correlativo de veto al Ejecutivo, a través del 
Ministerio de Hacienda, respecto de la competencia del Congreso para hacer las 
leyes. Un poder de este carácter, que involucra una barrera en la función 
constitucional de producción normativa, se muestra incompatible con el balance 
entre los poderes públicos y el principio democrático. La exigencia de la norma 
orgánica, a su vez, presupone que la previsión en cuestión debe contener un 
mandato imperativo de gasto público.”  (Resaltado fuera del texto).

Ahora bien, dada la obligación del Estado en velar por el interés general, es relevante 
mencionar que una vez promulgada la Ley, el Gobierno deberá promover su ejercicio y 
cumplimiento. Además, se debe tener en cuenta como sustento, el pronunciamiento de la 
Corte Constitucional en la Sentencia C-502 de 2007, en la cual se puntualizó que el 
impacto fiscal de las normas, no puede convertirse en óbice y barrera para que las 
corporaciones públicas ejerzan su función legislativa y normativa:

“En la realidad, aceptar que las condiciones establecidas en el artículo 7° de la Ley 819 de 
2003 constituyen un requisito de trámite que le incumbe cumplir única y exclusivamente al 
Congreso,  reduce desproporcionadamente la capacidad de iniciativa legislativa que reside 
en el Congreso de la República, con lo cual se vulnera el principio de separación de las 

Ramas del Poder Público, en la medida en que se 
lesiona seriamente la autonomía del Legislativo.

Precisamente, los obstáculos casi insuperables que se generarían para la actividad 
legislativa del Congreso de la República conducirían a concederle una forma de poder 
de veto al Ministro de Hacienda sobre las iniciativas de ley en el Parlamento.

Es decir, el mencionado artículo debe interpretarse en el sentido de que su fin es 
obtener que las leyes que se dicten tengan en cuenta las realidades macroeconómicas, 
pero sin crear barreras insalvables en el ejercicio de la función legislativa ni crear un 
poder de veto legislativo en cabeza del Ministro de Hacienda.” (Resaltado fuera de 
texto).

De igual modo, al respecto del impacto fiscal que los proyectos de ley pudieran generar, la 
Corte ha dicho:

“Las obligaciones previstas en el artículo 7º de la Ley 819 de 2003 constituyen un 
parámetro de racionalidad legislativa, que está encaminado a cumplir propósitos 
constitucionalmente valiosos, entre ellos el orden de las finanzas públicas, la estabilidad 
macroeconómica y la aplicación efectiva de las leyes. Esto último en tanto un estudio 
previo de la compatibilidad entre el contenido del proyecto de ley y las proyecciones de la 
política económica, disminuye el margen de incertidumbre respecto de la ejecución material 
de las previsiones legislativas. El mandato de adecuación entre la justificación de los 
proyectos de ley y la planeación de la política económica, empero, no puede comprenderse 
como un requisito de trámite para la aprobación de las iniciativas legislativas, cuyo 
cumplimiento recaiga exclusivamente en el Congreso. Ello en tanto (i) el Congreso carece 
de las instancias de evaluación técnica para determinar el impacto fiscal de cada proyecto, 
la determinación de las fuentes adicionales de financiación y la compatibilidad con el marco 
fiscal de mediano plazo; y (ii) aceptar una interpretación de esta naturaleza constituiría una 
carga irrazonable para el Legislador y otorgaría un poder correlativo de veto al Ejecutivo, a 
través del Ministerio de Hacienda, respecto de la competencia del Congreso para hacer las 
leyes. Un poder de este carácter, que involucra una barrera en la función constitucional de 
producción normativa, se muestra incompatible con el balance entre los poderes públicos y 
el principio democrático. Si se considera dicho mandato como un mecanismo de 
racionalidad legislativa, su cumplimiento corresponde inicialmente al Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, una vez el Congreso ha valorado, mediante las herramientas 
que tiene a su alcance, la compatibilidad entre los gastos que genera la iniciativa legislativa 
y las proyecciones de la política económica trazada por el Gobierno. (…). El artículo 7º de 
la Ley819/03 no 

puede interpretarse de modo tal que la falta de concurrencia del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público dentro del proceso legislativo, afecte la validez constitucional del trámite 
respectivo.” (Sentencia C-315 de 2008).

Como lo ha resaltado la Corte, si bien compete a los miembros del Congreso la 
responsabilidad de estimar y tomar en cuenta el esfuerzo fiscal que el proyecto bajo estudio 
puede implicar para el erario público, es claro que es el Poder Ejecutivo, y al interior de 
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aquél, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el 
que dispone de los elementos técnicos necesarios para valorar correctamente ese impacto, y 
a partir de ello, llegado el caso, demostrar a los miembros del órgano legislativo la 
inviabilidad financiera de la propuesta que se estudia.

7. Descripción del proyecto.

La presente ley tiene por objeto que el Gobierno nacional, a través del Ministerio de 
Transporte, Instituto Nacional de Vías –INVIAS- y la Agencia Nacional de Infraestructura 
-ANI- rinda informe anual sobre los impactos (negativos y positivos) de los peajes hacia las 
poblaciones colindantes, sector transporte y demás sectores económicos que sean afectados 
directamente, e informar sobre el estado de las vías con peajes sobre el territorio 
colombiano. 

8. Estudio de conflicto de interés

De acuerdo con lo ordenado en el artículo 3º de la Ley 2003 de 2019, en concordancia con 
los artículos 286 y 291 de la Ley 5 de 1992 (Reglamento del Congreso), y conforme con el 
objetivo de la presente iniciativa, se puede concluir inicialmente:

Se presume que tienen conflicto de interés a esta iniciativa de ley todo congresista que haya 
recibido financiación para su campaña por parte de una empresa que participe o tenga 
concesionado peajes sobre el territorio colombiano, asimismo si su cónyuge, compañero o 
compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o primero civil se benefician de este tipo de empresas.

Sin embargo, se debe tener presente que, el conflicto de interés y el impedimento es un 
tema especial e individual en el que cada congresista debe analizar si puede generarle un 
conflicto de interés o un impedimento.

Cordialmente, 

______________________________
LEÓN FREDY MUÑOZ LOPERA
Representante a la Cámara
Partido Alianza Verde

PROYECTO DE LEY NÚMERO 362 DE 2021 CÁMARA

por medio del cual se modifica el artículo 68 A de la Ley 599 del 2000, como medida para desincentivar 
el porte ilegal de armas de fuego, y se dictan otras disposiciones.

Proyecto de Ley No ____de 2021. 

“Por medio del cual se modifica el artículo 68 A de la Ley 599 del 

2000, como medida para desincentivar el porte ilegal de armas de 

fuego, y se dictan otras disposiciones” 

El Congreso de la Republica de Colombia 

DECRETA: 

Artículo 1º. El artículo 68 A de la Ley 599 del 2000 quedará de la 

siguiente forma:  

Artículo 68A. Exclusión de los beneficios y subrogados 

penales. No se concederán la suspensión condicional de la ejecución de la 

pena; la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar a 

ningún otro beneficio, judicial o administrativo, salvo los beneficios por 

colaboración regulados por la ley, siempre que esta sea efectiva, cuando la 

persona haya sido condenada por delito doloso dentro de los cinco (5) años 

anteriores. 

 Tampoco quienes hayan sido condenados por delitos dolosos contra 

la Administración Pública; delitos contra las personas y bienes protegidos 

por el Derecho Internacional Humanitario; delitos contra la libertad, 

integridad y formación sexual; estafa y abuso de confianza que recaiga 

sobre los bienes del Estado; captación masiva y habitual de dineros; 

utilización indebida de información privilegiada; concierto para delinquir 

agravado; lavado de activos; soborno transnacional; violencia intrafamiliar; 

hurto calificado; abigeato enunciado en el inciso tercero del artículo 243; 

extorsión; homicidio agravado contemplado en el numeral 6 del artículo 

104; lesiones causadas con agentes químicos, ácidos y/o sustancias 

similares; violación ilícita de comunicaciones; violación ilícita de 

comunicaciones o correspondencia de carácter oficial; trata de personas; 

apología al genocidio; lesiones personales por pérdida anatómica o 

funcional de un órgano o miembro; desplazamiento forzado; tráfico de 

migrantes; testaferrato; enriquecimiento ilícito de particulares; 

apoderamiento de hidrocarburos, sus derivados, biocombustibles o mezclas 

que los contengan; receptación; instigación a delinquir; empleo o 

lanzamiento de sustancias u objeto peligrosos; fabricación, tráfico y 

porte de armas de fuego o municiones; Fabricación, tráfico y porte 

de armas y municiones de uso privativo de las fuerzas armadas; 

fabricación, importación, tráfico, posesión o uso de armas químicas, 

biológicas y nucleares; delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes 

y otras infracciones; espionaje; rebelión; y desplazamiento forzado; 

usurpación de inmuebles, falsificación de moneda nacional o extranjera; 

exportación o importación ficticia; evasión fiscal; negativa de reintegro; 

contrabando agravado; contrabando de hidrocarburos y sus derivados; 

ayuda e instigación al empleo, producción y transferencia de minas 

antipersonales. 

Artículo 2°. Modifíquese el parágrafo del artículo 314 de la Ley 906 de 

2004, el cual quedará así:  

ARTÍCULO  314. SUSTITUCIÓN DE LA DETENCIÓN PREVENTIVA. La 

detención preventiva en establecimiento carcelario podrá sustituirse por la 

del lugar de la residencia en los siguientes eventos: 

1. Cuando para el cumplimiento de los fines previstos para la medida de

aseguramiento sea suficiente la reclusión en el lugar de residencia,

aspecto que será fundamentado por quien solicite la sustitución y
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decidido por el juez en la respectiva audiencia de imposición, en atención 

a la vida personal, laboral, familiar o social del imputado. 

2. Cuando el imputado o acusado fuere mayor de sesenta y cinco (65) años,

siempre que su personalidad, la naturaleza y modalidad del delito hagan

aconsejable su reclusión en el lugar de residencia.

3. Cuando a la imputada o acusada le falten dos (2) meses o menos para

el parto. Igual derecho tendrá durante los seis (6) meses siguientes a la

fecha de nacimiento.

4. Cuando el imputado o acusado estuviere en estado grave por

enfermedad, previo dictamen de médicos oficiales. El juez determinará

si el imputado o acusado deberá permanecer en su lugar de residencia,

en clínica u hospital.

5. Cuando la imputada o acusada fuere madre cabeza de familia de hijo

menor o que sufriere incapacidad permanente, siempre y cuando haya

estado bajo su cuidado. En ausencia de ella, el padre que haga sus veces

tendrá el mismo beneficio. La detención en el lugar de residencia

comporta los permisos necesarios para los controles médicos de rigor, la

ocurrencia del parto, y para trabajar en la hipótesis del numeral 5.

En todos los eventos el beneficiario suscribirá un acta en la cual se 

compromete a permanecer en el lugar o lugares indicados, a no cambiar de 

residencia sin previa autorización, a concurrir ante las autoridades cuando 

fuere requerido y, adicionalmente, podrá imponer la obligación de 

someterse a los mecanismos de control y vigilancia electrónica o de una 

persona o institución determinada, según lo disponga el juez. 

El control del cumplimiento de la detención en el lugar de residencia estará 

a cargo del INPEC, el cual realizará un control periódico sobre el 

cumplimiento de la detención domiciliaria y reportará a la Fiscalía sobre sus 

resultados para que si se advierten violaciones a las condiciones impuestas 

por el Juez se puedan adoptar las correspondientes acciones. 

PARÁGRAFO. <Parágrafo modificado por el artículo 5 de la Ley 1944 de 

2018> No procederá la sustitución de la detención preventiva en 

establecimiento carcelario, por detención domiciliaria cuando la imputación 

se refiera a los siguientes delitos:  

Los de competencia de los jueces penales del circuito especializados o quien 

haga sus veces, tráfico de migrante (C. P. artículo 188); acceso carnal o 

actos sexuales con incapaz de resistir (C. P. artículo 210); violencia 

intrafamiliar (C. P. artículo 229); hurto calificado (C. P. artículo 240); hurto 

agravado (C. P. artículo 241, numerales 7, 8, 11, 12 y 15); abigeato (C. P. 

artículo 243); abigeato agravado (C. P. artículo 243-A); estafa agravada 

(C. P. artículo 247); uso de documentos falsos relacionados con medios 

motorizados hurtados (C. P. artículo 291); fabricación, tráfico y porte de 

armas de fuego o municiones de uso personal, o los imputados registren 

sentencias condenatorias vigentes por los mismos delitos; fabricación, 

tráfico y porte de armas y municiones de uso privativo de las Fuerzas 

Armadas (C. P. artículo 366); fabricación, importación, tráfico, posesión y 

uso de armas químicas, biológicas y nucleares (C. P. artículo 367); peculado 

por apropiación en cuantía superior a cincuenta (50) salarios mínimos 

legales mensuales (C. P. artículo 397); concusión (C. P. artículo 404); 

cohecho propio (C. P. artículo 405); cohecho impropio (C. P. artículo 406); 

cohecho por dar u ofrecer (C. P. artículo 407); enriquecimiento ilícito (C. P. 

artículo 412); soborno transnacional (C. P. artículo 433); interés indebido 

en la celebración de contratos (C. P. artículo 409); contrato sin 

cumplimiento de requisito legales (C. P. artículo 410); tráfico de influencia 

(C.P. artículo 411); receptación repetida, continua (C. P. artículo 447, inciso 

1o y 3o); receptación para ocultar o encubrir el delito de hurto calificado, 

la receptación para ocultar o encubrir el hurto calificado en concurso con el 

concierto para delinquir, receptación sobre medio motorizado o sus partes 

esenciales, o sobre mercancía o combustible que se lleve en ellos (C. P. 

artículo 447, inciso 2o) 

Artículo 3°. Modifíquese el parágrafo 1º del artículo 317 de la Ley 906 de 

2004, el cual quedará así:  

ARTÍCULO 317. CAUSALES DE LIBERTAD. Las medidas de 

aseguramiento indicadas en los anteriores artículos tendrán vigencia 

durante toda la actuación, sin perjuicio de lo establecido en el parágrafo 1o 

del artículo 307 del presente código sobre las medidas de aseguramiento 

privativas de la libertad. La libertad del imputado o acusado se cumplirá de 

inmediato y solo procederá en los siguientes eventos: 

1. Cuando se haya cumplido la pena según la determinación anticipada que
para este efecto se haga, o se haya decretado la preclusión, o se haya
absuelto al acusado.

2. Como consecuencia de la aplicación del Principio de Oportunidad.

3. Como consecuencia de las cláusulas del acuerdo cuando haya sido
aceptado por el Juez de Conocimiento. 

4. Cuando transcurridos sesenta (60) días contados a partir de la fecha de
imputación no se hubiere presentado el escrito de acusación o solicitado 
la preclusión, conforme a lo dispuesto en el artículo 294. 

5. Cuando transcurridos ciento veinte (120) días contados a partir de la
fecha de presentación del escrito de acusación, no se haya dado inicio a
la audiencia de juicio.

6. Cuando transcurridos ciento cincuenta (150) días contados a partir de
la fecha de inicio de la audiencia de juicio, no se haya celebrado la 
audiencia de lectura de fallo o su equivalente. 

PARÁGRAFO 1. Los términos dispuestos en los numerales 4, 5 y 6 del 

presente artículo se incrementarán por el mismo término inicial, cuando el 

proceso se surta ante la justicia penal especializada, o sean tres (3) o más 

los imputados o acusados, o se trate de investigación o juicio de actos de 

corrupción de que trata la Ley 1474 de 2011 o de cualquiera de las 

conductas previstas en el Título IV del Libro Segundo de la Ley 599 de 2000 

(Código Penal) o por las conductas previstas en los artículos 365 y 

366 de la Ley 599 de 2000 (Código Penal). 

PARÁGRAFO 2. En los numerales 4 y 5 se restablecerán los términos 
cuando hubiere improbación de la aceptación de cargos, de los preacuerdos 
o de la aplicación del principio de oportunidad.

PARÁGRAFO 3. Cuando la audiencia de juicio oral no se haya podido iniciar 

o terminar por maniobras dilatorias del acusado o su defensor, no se

contabilizarán dentro de los términos contenidos en los numerales 5 y 6 de 

este artículo, los días empleados en ellas. 

Cuando la audiencia no se hubiere podido iniciar o terminar por causa 

razonable fundada en hechos externos y objetivos de fuerza mayor, ajenos 

al juez o a la administración de justicia, la audiencia se iniciará o reanudará 

cuando haya desaparecido dicha causa y a más tardar en un plazo no 

superior a la mitad del término establecido por el legislador en los 

numerales 5 y 6 del artículo 317. 

Artículo 4°. El Gobierno Nacional contara con un término de 6 meses a 

partir de la aprobación y promulgación de la presente ley para la 

implementación de una política pública de desarme nacional. 
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Artículo 5°. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las 

normas que le sean contrarias.

Del Honorable Congresista, 

Jorge Méndez Hernández

Representante a la Cámara
Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina.

Julio César Triana Quintero

Representante a la Cámara
Huila

Néstor Leonardo Rico Rico

Representante a la Cámara
Cundinamarca

Salim Villamil Quessep
Representante a la Cámara 

Sucre

Motivación 

Objeto: 

El presente proyecto de ley tiene por objeto modificar el artículo 68A de la 

Ley 599 del 2000 y el artículo 314 de la Ley 906 de 2004, en el sentido de 

adicionar los tipos penales de “fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o 

municiones; Fabricación, tráfico" y "porte de armas y municiones de uso 

privativo de las fuerzas armadas" como aquellos que se encuentran excluidos 

de los beneficios y subrogados penales contemplados en el sistema penal 

colombiano.  

Lo anterior, con el propósito de establecer medidas que permitan 

solucionar los problemas de ineficacia de la ley penal relacionados con los 

delitos consagrados en los artículos 365 y 366 de la Ley 599 del 2000 y, en 

consecuencia, disminuir otros delitos que se cometen utilizando armas de 

fuego, tal es el caso del homicidio, hurto, lesiones personales, entre otros. 

Legislación sobre el porte y tenencia de armas 

     La Constitución Política en su Artículo 223 refiere: 

“Sólo el gobierno puede introducir y fabricar armas, municiones de guerra y 

explosivos. Nadie podrá poseerlos ni portarlos sin permiso de la autoridad 

competente. Este permiso no podrá extenderse a los casos de concurrencia 

a reuniones políticas, a elecciones, o a sesiones de corporaciones públicas o 

asambleas, ya sea para actuar en ellas o para presenciarlas. Los miembros 

de los organismos nacionales de seguridad y otros cuerpos oficiales armados, 

de carácter permanente, creado o autorizado por la ley, podrán portar armas 

bajo el control del gobierno, de conformidad con los principios y 

procedimientos que aquella señale”.  

     En el Decreto Ley 2535 de 1993 en su Artículo 32, que versa sobre la 

competencia, dice: 

“Son competentes para la expedición y revalidación de permisos para 

tenencia y para porte de armas y para la venta de municiones y explosivos 

en los lugares que determine el Ministerio de Defensa Nacional, las siguientes 

autoridades militares: 

El Jefe del Departamento Control Comercio Armas, Municiones y Explosivos, 

los Jefes de Estado Mayor de las unidades operativas menores o sus 

equivalentes en la Armada Nacional o la Fuerza Aérea y los Ejecutivos y 

segundos comandantes de unidades tácticas en el Ejército Nacional o sus 

equivalentes en la Armada Nacional, o sus equivalentes en la Armada 

Nacional y la Fuerza Aérea. (Decreto Ley, 2535, 1993, art. 32)”.  

     Por otra parte en el Artículo 41 Decreto Ley 2535 de 1993, hace referencia 

sobre la tenencia, porte, permisos y suspensión de armas a personas, allí se 

establece que: 

“Las autoridades de que trata el artículo 32 del Decreto 2535 de 1993, podrán 

suspender de manera general la vigencia de los permisos, para tenencia o 

para porte de armas expedidos a personas naturales, personas jurídicas o 

inmuebles rurales. Estas autoridades, también podrán ordenar la suspensión 

de los permisos de manera individual a personas naturales, personas jurídicas 

o inmuebles rurales, previo concepto del Comité de Armas del Ministerio de

Defensa Nacional, cuando a juicio de las mismas, las condiciones que dieron 

origen a la concesión original han desaparecido (…).” (Decreto Ley 2535 de 

1993, art. 41). 

     Actualmente se encuentra en vigencia la Ley 1119 de 2006: “Por la cual se 

actualizan los registros y permisos vencidos para el control al porte y tenencia 

de las armas de fuego y se dictan otras disposiciones”. 

     Por otra parte, en el artículo 1 del Decreto N° 0155 del 2016, se refiere: 

“Las autoridades militares de que trata el artículo 32 del Decreto Ley 2535 

de 1993, en concordancia con el artículo 10 la Ley 1119 de 2006, adoptarán 

las medidas necesarias para la suspensión general de los permisos para el 

porte de armas en todo el territorio nacional, desde el 1 de febrero hasta el 

31 de diciembre de 2016, sin perjuicio de las autorizaciones especiales y de 

las excepciones correspondientes que durante estas fechas expidan las 

mismas, por razones de urgencia o seguridad de los titulares. “ (Decreto 

0155, 2016, art. 1). 

     En la Sentencia C-296 de 1997, el máximo tribunal de la jurisdicción 

constitucional subraya el principio constitucional del monopolio estatal de las 

armas de fuego, que se erige en presupuesto de la protección de los derechos 

y la garantía de un orden justo. Postulado desarrollado por la jurisprudencia, 

del cual se infiere que “las necesidades de autoprotección y la práctica de 

actividades deportivas o recreativas no constituyen razones suficientes para 

permitir el libre acceso a armas de fuego, entre otras razones porque, ‘según 

las estadísticas, es posible sostener que el porte de armas promueve la 

violencia, agrava las consecuencias de los enfrentamientos sociales e introduce 

un factor de desigualdad en las relaciones entre particulares”. 

La regulación en el Código Penal 

Los artículos 365 y 366 del Código Penal disponen: 
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“ARTÍCULO 365. FABRICACIÓN, TRÁFICO, PORTE O 

TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO, ACCESORIOS, PARTES O 

MUNICIONES.  <Artículo modificado por el artículo 19 de la Ley 1453 

de 2011. El nuevo texto es el siguiente:> El que sin permiso de 

autoridad competente importe, trafique, fabrique, transporte, 

almacene, distribuya, venda, suministre, repare, porte o tenga en un 

lugar armas de fuego de defensa personal, sus partes esenciales, 

accesorios esenciales o municiones, incurrirá en prisión de nueve (9) a 

doce (12) años.  

En la misma pena incurrirá cuando se trate de armas de fuego de 

fabricación hechiza o artesanal, salvo las escopetas de fisto en zonas 

rurales.  

La pena anteriormente dispuesta se duplicará cuando la conducta 

se cometa en las siguientes circunstancias:  

1. Utilizando medios motorizados.

2. Cuando el arma provenga de un delito.

3. Cuando se oponga resistencia en forma violenta a los

requerimientos de las autoridades. 

4. Cuando se empleen máscaras o elementos similares que sirvan

para ocultar la identidad o la dificulten. 

5. Obrar en coparticipación criminal.

6. Cuando las armas o municiones hayan sido modificadas en sus

características de fabricación u origen, que aumenten su letalidad. 

7. Cuando el autor pertenezca o haga parte de un grupo de

delincuencia organizado. 

8. <Numeral adicionado por el artículo 8 de la Ley 1908 de 2018.

El nuevo texto es el siguiente:> Cuando la conducta sea desarrollada 

dentro de los territorios que conforman la cobertura geográfica de los 

Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET).” 

“ARTICULO 366. FABRICACIÓN, TRÁFICO Y PORTE DE 

ARMAS, MUNICIONES DE USO RESTRINGIDO, DE USO 

PRIVATIVO DE LAS FUERZAS ARMADAS O EXPLOSIVOS. 

<Artículo modificado por el artículo 20 de la Ley 1453 de 2011. El nuevo 

texto es el siguiente:> El que sin permiso de autoridad competente 

importe, trafique, fabrique, transporte, repare, almacene, conserve, 

adquiera, suministre, porte o tenga en un lugar armas o sus partes 

esenciales, accesorios esenciales, municiones de uso privado de las 

Fuerzas Armadas o explosivos, incurrirá en prisión de once (11) a 

quince (15) años.  

La pena anteriormente dispuesta se duplicará cuando concurran 

las circunstancias determinadas en el inciso 3o del artículo anterior” 

En vista de los anteriores artículos, las sanciones previstas para la 

comisión de cada uno de estos delitos es lo suficientemente onerosa como para 

desincentivar la comisión de este delito, por lo que el objeto de este proyecto 

no puede centrarse en aumentar las penas de modo que puedan ser sujeto de 

rebaja en su dosificación una vez se hayan hecho los acuerdos, y aprobados 

por los jueces. 

Debe entonces generarse espacios de aplicación efectiva de las sanciones 

penales, de suerte que la justicia tenga un efecto real sobre la comisión de las 

conductas y la efectiva imposición de las penas por el delito, de modo que el 

que pretenda delinquir sepa que la justicia cuenta con mayores herramientas 

para sancionar su ilícito. 

De manera reiterada se ha indicado, que el injusto [la conducta 

penalmente reprochable] se estructura sobre dos juicios valorativos diferentes, 

el desvalor de acto y desvalor de resultado, que comparten el hecho de tener 

al bien jurídico como fundamento1. 

No basta por tanto para configurar el injusto la desvaloración de la 

conducta en términos de su peligrosidad para el bien objeto de protección por 

el tipo correspondiente; sino que se exige además que la actuación haya 

producido una lesión al bien jurídico o lo haya puesto en peligro, a lo que se 

añade la ausencia de un interés prevalente que justifique el hecho2. 

El porte de armas es considerado como un delito de peligro, no ante la 

causación de un resultado material de daño o lesión sino ante el peligro de que 

ese daño material o lesión aparezca, es decir, se sanciona la puesta en peligro 

por parte del sujeto activo, al resto de la sociedad. 

Cabe resaltar, que como se mencionó anteriormente, el monopolio de la 

fuerza le corresponde al Estado, por lo tanto el que existan armas legales 

circulando en el territorio nacional debería ser una excepción, pues para ello se 

encuentran instituidas las fuerzas del Orden Público, por ello el reproche de 

esta conducta debe ser superior, pues en la actualidad la situación de seguridad 

a nivel nacional ha mejorado sustancialmente en el país, y el pie de fuerza 

policivo ha aumentado en igual medida. 

Organización de las Nación Unidas en materia de desarme 

1 JUAN BUSTOS RAMÍREZ/HERNÁN HORMAZÁBAL MALARÉE, Lecciones de derecho penal, 
volumen II, Madrid, Trotta, 1999, p.28 
2 SANTIAGO MIR PUIG, Derecho penal, parte general 8ª edición, Barcelona, Reppertor SL,
2010, p. 150.

     El desarme es un tema que siempre ha estado presente en las actividades 

de la Organización de las Naciones Unidas, al haber quedado establecido en la 

propia Carta de la ONU como un mandato vinculado a los principios generales 

de la cooperación en el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales 

(artículos 11, 47 y 26 de la Carta de la ONU). 

     Resulta diciente, en este sentido, que la primera resolución adoptada por la 

Asamblea General de la ONU, en marzo de 1946, por la cual se crea la Comisión 

de Energía Atómica, se haya enfocado en la eliminación de las armas atómicas 

y todas las armas que pudieran ser adaptadas para fines de destrucción en 

masa. 

     Desde entonces el asunto del desarme en el marco de las Naciones Unidas 

ha evolucionado siguiendo dos rutas paralelas que se refuerzan mutuamente: 

la eliminación de armas de destrucción en masa (biológicas, químicas, 

nucleares) y el establecimiento de regulaciones relativas a las armas 

convencionales, principalmente el comercio ilícito de estas armas. Para ello, la 

ONU ha hecho uso de mecanismos como la Asamblea General, el Consejo de 

Seguridad, la Comisión de Desarme, la Conferencia de Desarme, y la Oficina de 

las Naciones Unidas para Asuntos de Desarme (UNODA). Igualmente cuenta 

con el apoyo del Instituto de las Naciones Unidas para el Desarme, UNIDIR y 

con una plataforma educativa en la web sobre asuntos de desarme.3 

Problemática de las armas en el contexto Mundial 

En los últimos años, la utilización de armas de fuego para ocasionar 

lesiones o muertes a otras personas ha sido una de las mayores causas de 

violencia e inestabilidad política en el mundo. 

3 https://ginebra-onu.mision.gov.co/desarme 
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El comercio, la producción y las transferencias de armas en el mundo 

fueron asuntos que no se habían debatido entre los países por mucho tiempo, 

pues solo hasta el año 2013, la Asamblea General de las Naciones Unidas 

adoptó el Tratado sobre el Comercio de Armas4 que busca prevenir, interrumpir, 

así como erradicar el tráfico ilícito de armas. 

Así pues, este tratado indicó en su parte motiva que: “[r]ecordando el 

Artículo 26 de la Carta de las Naciones Unidas, que tiene por objeto promover 

el establecimiento y mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales con 

la menor desviación posible de recursos humanos y económicos del mundo 

hacia los armamentos […]”. 

Para el año 2017, las cifras estiman que se han cometido al alrededor de 

463.821 homicidios, el mecanismo más frecuente (84%) es el uso de armas de 

fuego. Aunque se advierte una tendencia a la disminución de la tasa de 

homicidio por cada 100.000 habitantes, la de 2013 fue la más baja del periodo 

con 29,04; el promedio de los últimos veinte años ha sido de 55,13, ambas 

muy por encima de la tasa epidémica considerada por la Organización Mundial 

de la Salud de 10 homicidios por cada 100.000 habitantes5. 

Homicidios según 

la ONUDD, por región, 

2017 

Regiones Tasa Conteo 

América 17,2 173,471 

África 13 162,727 

 Asia 2,3 104,456 

Europa 3 22,009 

4 https://www.un.org/disarmament/es/armas-convencionales/el-tratado-sobre-el-comercio-de-

armas/ 
5 https://dataunodc.un.org/crime/intentional-homicide-victims 

Oceanía 2,8 1,157 

Mundo 6,1 463,821 

La violencia, y en especial la ocasionada con armas de fuego se encuentra 

directamente vinculada a dificultades para gobernar, al igual que se encuentra 

asociada a bajos niveles de desarrollo económico, altos costos para el sistema 

de salud de los países, el penitenciario y judicial y falta de cohesión en el tejido 

social6.  

Esta situación se puede ver reflejada en la situación sociopolítica de países 

como Sudán, El Congo, Colombia y más recientemente Venezuela, que debido 

a los altos niveles de violencia armada han sido considerados en algún punto 

de su historia reciente cómo Estados Fallidos. 

La violencia producida por las armas pequeñas y ligeras, en 2017 

demostró un drástico aumento del número de muertes violentas en el mundo: 

aproximadamente 589.000 personas perdieron la vida de forma violenta por 

esta causa7, es decir, cerca del 0,0076% de la población mundial muere por 

una misma causa. Ante esa situación, los Estados, en los últimos años, han 

empezado a reconocerle una dimensión global a la problemática de las armas 

de fuego, para que se permita regular tanto a los compradores como a los 

vendedores de ese tipo de armas. 

6 http://www.genevadeclaration.org/measurability/global-burden-of-armed-violence.html 
7 https://www.amnesty.org/es/latest/news/2019/08/killer-facts-2019-the-scale-of-the-global-

arms-trade/ 

De acuerdo con el Global Peace Index del 2019, Colombia parece en el 

puesto 143 de países con más muertes por armas de fuego, superado por varios 

Estados Fallidos y países con una grave crisis humanitaria internacional, es 

decir que solo lo superan 20 países, haciendo de este país uno de los más 

violentos del mundo. 

Para el año 2020, Colombia se ubicó en el puesto 140, una leve mejoría 

que puede verse impulsada por las medidas restrictivas que se promovieron 

con ocasión a la pandemia, por lo que la expectativa es que para este año el 

país nuevamente ocupe un puesto un poco más elevado en materia de 

inseguridad. 
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Situación en Colombia 

Si bien, al menos en teoría, el Estado es el único que posee el monopolio 

de las armas de fuego, las cifras existentes indican que armas legales que son 

un total de 706.210 son armas con en posesión de civiles con algún tipo de 

registro8, aunque para el estudio de Small Arms Survey9, para el caso de 

Colombia, existen en manos de civiles 4.971.000 armas; es decir, casi que por 

cada diez habitantes del Estado Colombiano, uno tiene un arma de fuego, con 

o sin salvoconducto. A pesar de esto, el Estado no maneja una estadística real

sobre la posesión ilegal de Armas de Fuego. 

Delitos cometidos con armas de fuego 
Año 202110 2020 2019 2018 2017 2016 2015 

Homicidios 7.022 9.063 9.131 9.155 8.636 8.592 9.008 
Hurto a 
personas 39.073 43.245 44.855 46.827 39.580 27.332 19.830 
Lesiones 
personales 3.781 4.739 4.454 4.644 5.056 5.367 5.051 

Fuente: Creación propia con base en datos obtenidos de la Estadística 

Delictiva de la PONAL. 

En los últimos 5 años, los tres delitos de referencia mantienen un 

comportamiento constante, a pesar del aumento de pie de fuerza policiva y 

militar y la disminución del conflicto armado que viene atravesando la nación, 

sorprende el Hurto a personas realizadas con armas de fuego, que se duplicó 

en ese periodo de tiempo. 

Esto puede dar cuenta de la valoración que hace el delincuente común, 

frente a si debe cometer el ilícito con arma blanca o de fuego, pues puede 

8 https://ideaspaz.org/media/website/FIP_NE_MercadoArmas_web.pdf  

9 http://www.smallarmssurvey.org/weapons-and-markets/tools/global-firearms-holdings.html 
10 Datos hasta el 30 de septiembre del 2021. 

resultarle más eficiente e intimidatorio hacerlo con esta última, lo que 

explicaría, en parte, el aumento exagerado que ha tenido esta modalidad 

delictiva en el país. 

Ahora, en cuanto a los homicidios, su variación no es destacable, pero 

parece sorprendente que más de 9000 personas perdieran la vida como 

consecuencia del uso de las armas de fuego, unas 44000 personas solo en los 

últimos 6 años, cuando se supone que el Estado tiene el monopolio de estas, 

esto a demás supone un aumento en la presión que existe en la 

institucionalidad, pues la rama judicial se colapsa ante la abrumadora cantidad 

de ilícitos, y las fuerzas del orden público se encuentran siempre al límite. 

Durante el último año de pandemia, la situación en materia de seguridad 

no ha mejorado mucho, la disminución en las conductas descritas previamente 

ha sido mínima, a pesar de los esfuerzos del Estado para aumentar la seguridad 

estatal, pero ahora ante la crisis de empleo que enfrentamos, el panorama es 

desolador, por ello debemos cerrarle aún más las vías de acción a la ilegalidad. 

El año anterior (2020), 579 menores de edad murieron en homicidios11, 

de esos una cantidad significativa murieron como consecuencia de la utilización 

de armas de fuego, en total murieron 1545 menores en distintas formas, pero 

es necesario aclarar que varias de estas muertes se pudieran evitar si el acceso 

a las armas de fuego fuese limitado. 

De igual forma, para el año 2019 el CERAC emitió una publicación en la 

que se determinó que respecto al fenómeno de las balas perdidas, “En los 27 

años corridos entre 1990 y el 2017, al menos 1.565 personas fueron afectadas 

por balas perdidas en Colombia. De ellas, 675 perdieron la vida (…) el 35 por 

11 https://www.medicinalegal.gov.co/documents/20143/494197/Boletin+diciembre.pdf 

ciento de las víctimas de balas perdidas son menores de edad”12, resulta 

entonces evidente que el control del porte de armas es un asunto urgente a 

resolver si queremos mejorar las condiciones de vida y seguridad de toda la 

ciudadanía, en especial de los niños. 

De acuerdo con el informe denominado “Colombia: un gran mercado de 

armas sin incentivos para reducirlo”13, publicado por la Fundación Ideas para la 

Paz, el mercado negro de las armas de fuego se ha disparado de forma 

desmesurada en las últimas dos décadas, una situación particularmente 

compleja en un país sitiado por la violencia fratricida. 

Así lo ha evidenciado la FIP, que indica para el contexto de nuestra nación 

que “Colombia tiene una de las tasas más altas de homicidios con armas de 

fuego en la región (18 por cada 100 mil habitantes en 2019), con cifras 

superiores a Estados Unidos (4,5 para 2017) y México (16,5 para 2017)14. Pero, 

su uso en el país no solo se limita a una conducta violenta con dolo. Por ejemplo, 

la participación de estas armas en la muerte de civiles por otras causas (como 

el suicidio) es bastante alta. 

Así lo evidencia un estudio publicado por el Journal of the American Medical 

Association (JAMA), que señala que Colombia ocupa el quinto lugar a nivel 

mundial en muertes por armas de fuego15. El Instituto Nacional de Salud —que 

participó en la elaboración de ese documento— expuso que uno de los factores 

12 https://www.eltiempo.com/justicia/delitos/cifra-de-heridos-por-balas-perdidas-en-colombia-en-2018-

324282 
13 http://ideaspaz.org/media/website/FIP_NE_MercadoArmas_web.pdf 
14 https://www.gunpolicy.org/es/firearms/region/mexico 
15 https://jamanetwork.com/journals/jama/fullarticle/2698492 

asociados a las altas cifras es la disponibilidad de armas que hay en el país 

hacia el público16”. 

Fuente: FIP (Colombia: un gran mercado de armas sin incentivos para 

reducirlo) 

En igual forma, al contrastar las cifras de delitos cometidos con armas de 

fuego, frente a la incautación total, los datos no se corresponden, pues “La 

incautación de armas de fuego no ha ayudado a regular el mercado y reducir 

su incidencia en la violencia letal y no letal. Aunque la Policía en cada ciudad 

actúa de acuerdo con el mandato local y los alcaldes y gobernadores 

determinan cuáles son las prioridades en temas de seguridad, los altos índices 

16 https://www.eltiempo.com/salud/muertes-por-armas-de-fuego-en-el-mundo-y-colombia-segun-estudio-

325384 



Gaceta del Congreso  1619	 Jueves, 11 de noviembre de 2021	 Página 11

delictivos cometidos con armas de fuego son un fenómeno nacional que, como 

demuestran las cifras del siguiente gráfico, no se está tratando con una política 

coordinada ni con una estrategia interinstitucional.”17 

Muestra lo anterior que las acciones de desarme deben ser dirigidas desde 

el ámbito nacional, con una política pública que aborde de manera integral el 

asunto, hasta entonces, la modificación del artículo 68a del Código Penal es una 

medida transitoria que ayuda indirectamente a la consecución de este objetivo. 

17 Ibidem. 

Fuente: FIP (Colombia: un gran mercado de armas sin incentivos para 

reducirlo) 

Por último, como se puede evidenciar en la anterior gráfica, la 

participación de las armas de fuego en los homicidios en territorio urbano llega 

al 70%, mientras que en territorio rural llega hasta el 79%, lo que da cuenta 

de la facilidad que existe para que los ciudadanos hagan uso violento de las 

mismas, esto como consecuencia de la ausencia de acciones de choque a la 

base misma de la problemática del porte de armas de fuego. 

Reincidencia 

Según las cifras del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (Inpec)18, 

en las cárceles del país hay actualmente 22.706 reincidentes, de los cuales 

1.608 son mujeres y 21.098, hombres. 

El mayor número de casos se da por delitos como hurto, con 12.655 casos; 

fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones, con 8.012; tráfico, 

fabricación o porte de estupefacientes, con 7.645; homicidio, con 5.941; 

concierto para delinquir, con 4.895; fabricación, tráfico, porte o tenencia de 

armas de fuego, accesorios, partes o municiones, con 1.543, y extorsión, que 

registra 1.391 casos. 

Estas cifras no son despreciables, pues los hurtos se cometen en buena 

cantidad con porte de armas de fuego, y en general, es evidente que existe una 

relación clara entre la violencia y la delincuencia y la reincidencia, por ello es 

necesario de igual manera eliminar los beneficios administrativos que pueda 

tener esta población carcelaria, como una forma de evitar que la reincidencia 

siga siendo tan alta. 

Aumento del término de Detención Preventiva. 

Conforme al artículo 8 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, 

la libertad es un derecho primordial que no debe ser atacado sino bajo estrictas 

y sensibles causales, Entendemos nosotros que estas causas pueden ser 

normativas o sociales, pero siempre en pro del bien general. 

“La presunción de inocencia, en la cual descansa buena parte de las 

garantías mínimas que un Estado democrático puede ofrecer a sus 

gobernados, no riñe, sin embargo, con la previsión de preceptos 

constitucionales y legales que hagan posible la aplicación de medidas 

18 https://www.inpec.gov.co/estadistica/estadisticas 

preventivas, destinadas a la protección de la sociedad frente al delito 

y a asegurar la comparecencia ante los jueces de aquellas personas 

en relación con las cuales, según las disposiciones legales 

preexistentes, existan motivos válidos y fundados para dar curso a un 

proceso penal, según elementos probatorios iniciales que hacen 

imperativa a la actuación de las autoridades competentes.”19 

En materia de política criminal es evidente que el fenómeno de la delincuencia 

no solo ha aumentado en cifras, cómo ha sido demostrado previamente, sino 

que ha empeorado el nivel de violencia e impacto emocional que se genera en 

la sociedad con ocasión a la utilización de armas de fuego, tanto así que la 

percepción ciudadana de la inseguridad durante el 2020 fue del 39%20, una 

cifra bastante alta teniendo en cuenta que estuvimos encerrados la mayor parte 

del año con ocasión a la pandemia. 

En este proyecto decidimos duplicar los términos para la detención preventiva 

para quienes estén siendo procesados por el delito de porte ilegal de armas, 

pues estas herramientas son utilizadas por quienes delinquen para agravar la 

violencia con que se comete el delito. 

La detención preventiva es una excepción a la regla general, pues no es una 

condena ni se asimila a ella, sino que busca asegurar el normal desarrollo del 

proceso penal y evita la comisión de otros delitos por el mismo actor, por ello 

si esta medida es impuesta dentro de un proceso de estas características, es 

porque el juez en su sano juicio determinó que existe riesgo para el proceso o 

la sociedad si el procesado mantiene el ejercicio arbitrario de su derecho. 

Beneficios y subrogados penales en el Sistema Penal colombiano 

19 Cepeda, F. A. S. (2015). La detención preventiva en Colombia frente al principio de libertad en los 

derechos humanos. Revista Análisis Internacional (Cesada a partir de 2015), 6(2), 39-66. 
20 https://www.dane.gov.co/files/investigaciones/poblacion/convivencia/2019/CP_ECSC_2019.pdf 
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     Los subrogados penales, hacen referencia a aquellas medidas que 

sustituyen el arresto y las penas de prisión, concedidas a individuos que han 

sido condenados por este tipo de penas; cumpliendo con unos requisitos 

mínimos (Maya, 2012, p. 28). Actualmente en Colombia existen 5 tipos 

diferentes de subrogado penal: 

a. Prisión domiciliaria: Se define según el artículo 22 de la Ley 1709 de

2014 que dice "La prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión

consistirá en la privación de la libertad en el lugar de residencia o morada

del condenado o en el lugar que el Juez determine [...]";

b. Libertad condicional: La libertad condicional se da cuando el implicado

ha superado las tres quintas partes de su condena y haya demostrado

buena conducta en el establecimiento carcelario. Está recogida en el

Código Penal Colombiano en el Artículo 64, otras condiciones y normas

están recogidos en los artículos 65, 66 y 67 del mismo código;

c. Vigilancia electrónica: Está sustentado en el Decreto 177 del 2008, donde

se establece como mecanismos de vigilancia electrónica sustitutivos de

la pena de prisión el Seguimiento Pasivo RF, el Seguimiento Activo GPS

y el Reconocimiento de Voz;

d. Suspensión de la ejecución de pena: Cuando una persona que ha sido

condenada con una pena privativa de libertad puede usar esta figura que

permite que la pena sea suspendida, en lugar de ser encerrada la

persona pueda seguir en libertad. Está recogida en el Artículo 63 del

Código Penal Colombiano;

e. Reclusión domiciliaria u hospitalaria: Permite a un condenado que se

encuentre padeciendo una enfermedad grave y cuyo tratamiento no

pueda ser aplicado en las condiciones de reclusión en las instituciones o

centro penitenciario donde se encuentre, autorizar la remisión a un lugar 

de residencia o un centro hospitalario donde puedan atenderle y pueda 

seguir con la ejecución de su pena privativa de libertad.  

     En relación con la exclusión de estos beneficios o subrogados penales, surge 

la pregunta si resulta contrario al derecho de igualdad la exclusión de los 

beneficios y subrogados penales a quienes hayan cometido los delitos de 

Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones y Fabricación, 

tráfico y porte de armas y municiones de uso privativo de las fuerzas armadas. 

Al respecto, la Corte Constitucional, sala plena, en sentencia C 762 de 2002 

expresó lo siguiente:  

“En la medida en que exista en el ordenamiento jurídico una amplia gama 

de beneficios y subrogados penales, y los mismos resulten aplicables a 

todas las categorías de delitos en forma indiscriminada, la lucha que se 

promueva contra aquellos puede resultar infructuosa, pues la pena, que 

“constituye lo justo, es decir, lo que se merece”, pierde su efectividad y 

proporcionalidad cuantitativa frente al mayor daño que determinados 

comportamientos causan a la comunidad. Por eso, resulta ajustado a la 

Constitución Política que subsista y se aplique la punibilidad para conductas 

como el terrorismo, el secuestro y la extorsión, que, por razón de su 

gravedad y alto grado de criminalidad, no pueden ser relevadas de un 

castigo ejemplarizante y de la proporcionada sanción penal.” 

Por tanto, el legislador puede modificar los subrogados penales en razón de 

la política criminal que sea adoptada. Esta potestad es respetada por la 

Corte Constitucional, en razón que, en aquellos casos en los que se 

establecen normas cuyo fundamento está dado en la protección del derecho 

de defensa o en la razonabilidad de la duración de la detención preventiva. 

En igual sentido, en sentencia de la Corte Constitucional, sala plena, C 425 

de 2008 se explicó que los límites y exclusiones que establezca el legislador 

en materia de subrogados penales es una facultad totalmente legítima, toda 

vez que la adopción de esas medidas es una facultad libre del legislador 

que no contradice las normas constitucionales.  

La Corte dice que en suma es una decisión del poder legislativo que busca 

hacer efectivo el derecho a la justicia de las víctimas y garantizar el 

cumplimiento del reproche social en contra de quien ha cometido una 

conducta que afecta, de forma grave, bienes jurídicos especialmente 

valiosos desde la perspectiva constitucional, como la vida, la dignidad 

humana, la seguridad personal y la integridad física (Corte Constitucional, 

sala plena, sentencia C 073 de 2010). En palabras de esa Corporación:  

“(…) a un asunto de política criminal, que surge de una previa valoración 

de conveniencia política y, a la gravedad de las conductas delictivas y al 

grado de afectación que éstas puedan hacer al bien común. En ejercicio del 

ius puniendi, el legislador puede restringir o eliminar beneficios y 

subrogados penales con el fin de combatir las peores manifestaciones 

delictivas como el terrorismo, el secuestro y la extorsión, en razón a su 

gravedad. (Corte Constitucional, sala cuarta de revisión, sentencia T 271 

de 2014).  

De acuerdo con los datos aportados en el acápite anterior, este es el caso 

para los delitos de Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o 

municiones y Fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso 

privativo de las fuerzas armadas, pues muestran que los mismos afectan 

de forma grave la seguridad personal, la integridad física y la vida; de allí 

la importancia de excluirlos de los beneficios o subrogados penales 

dispuestos en el sistema penal colombiano.   

Lo que se espera de este proyecto, es disminuir sustancialmente la 

comisión de delitos violentos, devolverle al Estado el monopolio real de las 

armas de fuego, y volver más efectivas las penas impuestas por la Rama 

Judicial, sin que ello signifique la agravación de las penas ni la pérdida de 

derechos para los procesados. 

Esto debe lograrse de la mano con los jueces de la República, quienes 

están llamados a aplicar la Ley de manera célere y con el respeto de los 

derechos y garantías constitucionales de los procesados, pero sobre todo de las 

víctimas de los delitos que se desprenden del porte ilegal de armas. 

Quien porta un arma de fuego, sobre todo sin permiso para ello, sabe de 

antemano que la va a usar, indistintamente de su finalidad no podemos permitir 

que se sigan utilizando para violentar los derechos de terceros. 

Conclusiones. 
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 363 DE 2021 CÁMARA

por medio del cual se prohíbe el matrimonio y la unión marital de hecho en menores de 18 años  
y se regulan otras disposiciones.

PROYECTO DE LEY NO. ____ DE 2021 
“Por medio del cual se prohíbe el matrimonio y la unión marital de hecho en menores de 18 años y se 

regulan otras disposiciones 
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 
DECRETA: 

 
Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto prohibir el matrimonio y la unión marital de hecho 
entre personas menores de 18 años o entre un adulto y un menor de edad.  
 
Artículo 2. Principios. La presente ley se rige por los principios de interés superior de los niños, niñas 
y adolescentes, protección integral, prevalencia de sus derechos, igualdad, corresponsabilidad de la 
familia, la sociedad y el Estado, enfoques de derechos diferencial y de género. 
La lectura de esta norma se debe realizar a la luz de estos principios y en concordancia con la 
Constitución, los tratados internacionales en materia de derechos de los niños, niñas y adolescentes, el 
Código de la infancia y la adolescencia, la Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Contra la Mujer y las demás disposiciones que conforman el marco legal para la 
protección integral de niños, niñas y adolescentes.  
 
Artículo 3: Modifíquese el artículo 123 del Código Civil el cual quedará así: 
 
ARTÍCULO 123. No podrá   celebrarse   el matrimonio o declararse la unión marital de hecho sin que 
conste que los contrayentes son mayores de 18 años. 
 
Artículo 4: Modifíquese el artículo 125 del Código Civil, el cual quedará así: 
ARTÍCULO 125. El menor de edad que haya contraído matrimonio o formado unión marital de hecho, 
no podrá ser privado del derecho de alimentos por sus ascendientes. 
 
Artículo 5: Modifíquese el artículo 129 del Código Civil, el cual quedará así: 
ARTÍCULO 129. Toda persona que conozca de la existencia de un matrimonio o unión marital de hecho 
entre menores de 18 años, o cuando una de ellas sea menor de edad, deberá informar el caso a la autoridad 
administrativa competente conforme a lo establecido en el Código de la Infancia y la Adolescencia. 
Parágrafo 1: Cuando se ponga en conocimiento de la autoridad administrativa los casos mencionados 
en el inciso anterior, estas deberán realizar la verificación de derechos de los menores de edad, de acuerdo 
con el trámite establecido en el artículo 52 del Código de la Infancia y la Adolescencia. 
Parágrafo 2: La autoridad administrativa competente promoverá los procesos o trámites administrativos 
o judiciales a que haya lugar en defensa de los derechos de los menores de edad, tales como la nulidad 
del matrimonio o la nulidad de la declaratoria de la unión marital de hecho, así como las acciones 
tendientes a garantizar sus derechos patrimoniales y todas las demás actuaciones que sean pertinentes 
para garantizar los derechos de los menores edad. Así mismo, cuando sea necesario los representará en 
dichas actuaciones, conforme a lo dispuesto en el artículo 82 del Código de la Infancia y la Adolescencia.  
 
Artículo 6: Modifíquese el numeral 2 del artículo 140 del Código Civil el cual quedará así: 
ARTÍCULO 140. El matrimonio es nulo y sin efecto en los casos siguientes: 
2) Cuando se ha contraído entre personas menores de 18 años o cuando cualquiera de los dos sea menor 
de aquella edad.  

 
Artículo 7: Modifíquese el artículo 143 del Código Civil el cual quedará así: 
ARTÍCULO 143. La nulidad a que se contrae el numeral 2º del artículo 140 se aplicará también a la 
unión marital de hecho y podrá ser promovida por uno o ambos representantes legales del menor de 18 
años; o por este con asistencia de un curador para la litis o a través de las autoridades administrativas 
conforme al Código de la Infancia y la Adolescencia cuando se ponga en su conocimiento. También 
podrá ser intentada directamente cuando uno o ambos contrayentes haya alcanzado la mayoría de edad.  
Parágrafo. Todas las actuaciones judiciales a favor de quien se casó o formó una unión marital de hecho 
siendo menor de edad podrán ser adelantadas por las personerías o la Defensoría del Pueblo. 
 
Artículo 8: Adiciónese el artículo 148 A al Código Civil, que quedará así: 
ARTÍCULO 148 A. Cuando el matrimonio o la unión marital de hecho anulada se hubiese conformado 
entre un menor de 18 años y una persona mayor de edad, éste último deberá indemnizar al otro todos los 
perjuicios ocasionados. Lo anterior, aplica aun cuando el contrayente haya alcanzado la mayoría de edad. 
También se podrán reclamar perjuicios de quienes teniendo la responsabilidad del cuidado del menor de 
18 años propicien el matrimonio o la unión marital de hecho con una persona mayor de edad. 
Parágrafo: En virtud de lo estipulado en el artículo 148 del Código Civil, se presume la mala fe del 
contrayente o compañero permanente mayor de edad. 
 
Artículo 9: Inclúyase al artículo 411 del Código Civil el numeral 4A, el cual quedará así: 
ARTÍCULO 411: Se deben alimentos: 
4A. A cargo de la persona mayor de edad que a sabiendas de que el otro era menor de edad contrajo 
matrimonio o conformó unión marital de hecho, aunque el matrimonio o la unión marital de hecho haya 
sido declarada nula.   
 
Artículo 10: Modifíquese el artículo 416 del Código Civil, el cual quedará así: 
ARTÍCULO 416. El que para pedir alimentos reúna varios títulos de los expresados en el artículo 411, 
solo podrá hacer uso de uno de ellos, observando el siguiente orden de preferencia. 
En primer lugar, el que tenga según el inciso 10. 
En segundo, el que tenga según los incisos 1o., 4o. y 4 A  
En tercero, el que tenga según los incisos 2o. y 5o. 
En cuarto, el que tenga según los incisos 3o. y 6o. 
En quinto, el que tenga según los incisos 7o. y 8o. 
El del inciso 9o. no tendrá lugar sino a falta de todos los otros. 
Entre varios ascendientes o descendientes debe recurrirse a los de próximo grado. 
Sólo en el caso de insuficiencia del título preferente podrá recurrirse a otro. 
 
Artículo 11: Modifíquese el artículo 414 del Código Civil, el cual quedará así: 
ARTÍCULO 414.  Se deben alimentos congruos a las personas designadas en los números 1o, 2o, 3o, 
4o, 4 A y 10 del artículo 411, menos en los casos en que la Ley los limite expresamente a lo necesario 
para la subsistencia; y generalmente en los casos en que el alimentario se haya hecho culpable de injuria 
grave o actuado de mala fe contra la persona que le debía alimentos. 
En el caso de injuria atroz cesará enteramente la obligación de prestar alimentos. 
Para los efectos de este artículo, constituyen injuria atroz los delitos graves y aquellos delitos leves que 
entrañen ataque a la persona del que debe alimentos. Constituyen injuria grave los demás delitos leves 
contra cualquiera de los derechos individuales de la misma persona que debe alimentos. 

Artículo 12: Modifíquese el artículo 423 del Código Civil, el cual quedará así: 
ARTÍCULO 423. El juez reglará la forma y cuantía en que hayan de prestarse los alimentos, y podrá 
disponer que se conviertan en los intereses de un capital que se consigne a este efecto en una caja de 
ahorros o en otro establecimiento análogo, y se restituya al alimentante o a sus herederos luego que cese 
la obligación. 
Igualmente, el juez podrá ordenar que el cónyuge obligado a suministrar alimentos al otro, en razón de 
divorcio o de separación de cuerpos, preste garantía personal o real para asegurar su cumplimiento en el 
futuro. Lo mismo ocurrirá en los casos de nulidad del matrimonio o unión marital de hecho respecto de 
la persona mayor de edad que a sabiendas de que el otro era menor de edad contrajo matrimonio o 
conformó unión marital de hecho.  
Son válidos los pactos de los cónyuges o compañeros permanentes mayores de edad en los cuales, 
conforme a la ley, se determine por mutuo acuerdo la cuantía de las obligaciones económicas; pero a 
solicitud de parte podrá ser modificada por el mismo juez, si cambiaren las circunstancias que la 
motivaron, previos los trámites establecidos en el artículo 129 del Código General del Proceso..  
En el mismo evento y por el mismo procedimiento podrá cualquiera de los cónyuges o compañeros 
permanentes mayores de edad solicitar la revisión judicial de la cuantía de las obligaciones fijadas en la 
sentencia. En el pacto o acuerdo en que se fijen obligaciones económicas y hubiere hecho parte un menor 
de edad deberá ser revisado por la autoridad administrativa competente o judicial. 
 
Artículo 13: Modifíquese el artículo 1 de la Ley 54 de 1990, el cual quedará así: 
ARTÍCULO 1. A partir de la vigencia de la presente ley y para todos los efectos civiles, se denomina 
Unión Marital de Hecho, la formada entre personas mayores de edad que, sin estar casados, hacen una 
comunidad de vida permanente y singular.  
Igualmente, y para todos los efectos civiles, se denominan compañero y compañera permanente, al 
hombre y la mujer que forman parte de la unión marital de hecho. 
 
Artículo 14:  Adicionar el artículo 398A a la Ley 1564 de 2012, Código General del Proceso, que quedará 
así: 
ARTÍCULO 398A: En el proceso de declaratoria de nulidad del matrimonio o de la unión marital de 
hecho que al momento de conformarse se hubiese dado entre menores de 18 años o cuando uno de ellos 
era menor de esta edad, además de tener en cuenta lo dispuesto en el artículo 387 del Código General del 
Proceso, se seguirán las siguientes reglas: 

1. Desde la presentación de la demanda el juez ordenará que se den alimentos provisionales siempre 
que el demandante acompañe prueba siquiera sumaria de la capacidad económica de demandado, 
también deberá estar acreditada la cuantía de las necesidades del alimentario. 

2. El juez de oficio o a petición de parte podrá decretar medidas cautelares de conformidad a lo 
establecido en los artículos 590 y 598 del Código General del Proceso, dentro de los (3) días 
siguientes a la radicación de la demanda o presentación de la solicitud. 

3. El cobro de los alimentos provisionales se adelantará en el mismo expediente. De promoverse 
proceso ejecutivo, no será admisible la intervención de terceros acreedores. 

4. El juez, aún de oficio, decretará las pruebas necesarias para establecer la capacidad económica 
del demandado y las necesidades del demandante, si las partes no las hubieren aportado. 

5. El juez deberá decretar el valor de la indemnización por daños y perjuicios según el grado de 
afectación sufrido por el menor de edad. 

6. Este proceso tendrá un trámite preferente salvo las acciones de estirpe constitucional. Su 
inobservancia hará incurrir al juez o funcionario responsable en causal de mala conducta 
sancionable con destitución del cargo. El Consejo Superior de la Judicatura adoptará las medidas 
necesarias para el cumplimiento de lo así dispuesto, dentro de los seis meses siguientes a la 
vigencia de la presente ley. 

7. La sentencia de Nulidad contendrá lo dispuesto en el artículo 389 del Código General del Proceso. 
Parágrafo 1: Para el trámite del proceso referido se tendrán en cuenta, además, las siguientes reglas: 

1. En lo pertinente se aplicará al proceso lo contenido en el Libro Tercero- Sección Primera- Título 
II- Capítulo I y II del Código General de Proceso. 

2. El término para contestar la demanda será de cinco (5) días. Si faltare algún requisito o 
documento, se ordenará, aun verbalmente, que se subsane o que se allegue dentro de los cinco (5) 
días siguientes. 

3. La contestación de la demanda se hará por escrito, pero podrá hacerse verbalmente ante el 
secretario, en cuyo caso se levantará un acta que firmará este y el demandado. Con la contestación 
deberán aportarse las pruebas que pretenda hacer valer. Si se proponen excepciones de mérito, se 
dará traslado al demandante por término de tres (3) días para que pida las pruebas que pretenda 
hacer valer. 

4. Los hechos que configuren excepciones previas deberán ser alegados mediante recurso de 
reposición el cual se tramitará conforme lo establece el artículo 110 del C.G.P. De prosperar 
alguna que no implique la terminación del proceso, el juez adoptará las medidas respectivas para 
su saneamiento con el fin de dar continuidad al proceso; o, si fuere el caso, concederá al 
demandante un término de tres (3) días para subsanar los defectos o presentar los documentos 
omitidos so pena de que se revoque el auto admisorio. 
 

Artículo 15: Para todos los efectos de esta ley se tomará como referencia la edad de la persona al 
momento de celebrar el matrimonio o conformar la unión marital de hecho. 
 
Artículo 16: Para las personas mayores de edad que al momento de entrar en vigencia la presente ley 
hubieran contraído matrimonio o conformado unión marital de hecho siendo menores de edad podrán 
intentar la nulidad de que trata el artículo 140 numeral 2° del Código Civil, dentro de los dos (2) años 
siguientes a la promulgación de esta ley.  
 
Si la persona aún fuere menor de edad, podrá intentarlo en cualquier momento y si estuviere próxima a 
alcanzar la mayoría de edad el término de dos (2) años empezará a contar a partir de ese momento.  
Los menores de edad que hayan contraído matrimonio o conformado unión marital de hecho con 
anterioridad a la promulgación de esta ley y que sigan siéndolo, gozarán de todas las garantías aquí 
establecidas.  
 
Artículo 17: Estrategia pedagógica y de prevención. El Gobierno Nacional, a través del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, el Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio de Salud y 
Protección Social, el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, el Ministerio 
de Justicia, el Ministerio del Interior y la Consejería Presidencial para la equidad de la mujer, en ejercicio 
de sus objetivos misionales, implementará en el siguiente año a partir de la entrada en vigencia de esta 
ley una estrategia nacional pedagógica y de prevención que logre la transformación cultural para prevenir 
el matrimonio y la unión marital de hecho entre personas menores de 18 años o entre un adulto y un 
menor de edad, teniendo en cuenta los enfoques de derechos, diferencial y de género. 
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La estrategia nacional pedagógica y de prevención incluirá acciones de difusión, sensibilización, 
formación y acompañamiento, con la participación corresponsable de la familia, la sociedad y el Estado.
En la construcción de la estrategia pedagógica y de prevención participarán otras entidades de orden 
nacional en el marco de sus competencias y las entidades territoriales de acuerdo con sus planes de 
desarrollo.

Las entidades territoriales adoptaran la estrategia pedagógica y de prevención en un plazo máximo de 
seis (6) meses después de su implementación por el Gobierno Nacional.

Artículo 18: Deróguense los artículos 117, 120, 121, 122, 124, 1777 y 1837 del Código Civil.

Artículo 19: La presente ley rige a partir de su promulgación.

De los honorables Congresistas,

HONORIO MIGUEL HENRÍQUEZ PINEDO
Senador de la República - Autor principal

De los honorables Congresistas,

HONORIO MIGUEL HENRÍQ
Senador de la República - Autor p

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
I. OBJETO 

 
El presente proyecto de ley es de autoría del Honorable Senador de la República, Honorio Miguel 
Henríquez Pinedo de la bancada del Centro Democrático. Esta iniciativa consta de 19 artículos.  
 
La iniciativa legislativa tiene por objeto prohibir el matrimonio y la unión marital de hecho entre personas 
menores de 18 años o entre un adulto y un menor de edad. 
 
II. ANTECEDENTES 
 
El 28 de agosto de 2007, se radicó el Proyecto de Ley N° 103 de 2007 en Senado, por parte del Senador 
Gabriel Ignacio Zapata Correa del Partido Conservador, iniciativa que pretendía la modificación de 
algunos artículos del Código Civil Colombiano, para prohibir el matrimonio entre menores de edad. Sin 
embargo, dicha iniciativa fue archivada en primer debate el 02 de abril de 2008.  
 
El 20 de julio de 2015, los honorables Senadores, María del Rosario Guerra, Alfredo Ramos Maya, 
Daniel Cabrales, Thania Vega de Plazas, Ernesto Macías, Susana Correa, Fernando Araújo, Honorio 
Henríquez Pinedo, Álvaro Uribe Vélez, radicaron proyecto de ley N° 06 de 2015 Senado “por medio de 
la cual se modifican los artículos 116, 117 y el numeral 2 del artículo 140 del Código Civil”, con el objetivo de 
prohibir el matrimonio entre menores de 18 años de edad. Esta iniciativa parlamentaria ya fue radicada 
en el Senado de la República el 20 de julio de 2015. Recibió el número 06 de 2015 y se publicó en la 
Gaceta del Congreso No. 525 de 2015. 
 
Se envió a la Comisión Primera Constitucional Permanente del Senado de la República, y se designó 
como ponente para primer debate al senador Jaime Alejandro Amín Hernández, quien rindió informe 
ante esta célula legislativa como consta en la Gaceta del Congreso No. 758 de 2015. 
 
La Mesa Directiva de la Comisión Primera Constitucional Permanente del Senado de la República creó 
una comisión accidental para que estudiara y consensuara este proyecto de ley, la cual estaba conformada 
por los senadores Viviane Aleyda Morales Hoyos, Claudia Nayibe López Hernández, Roosvelt 
Rodríguez Rengifo, Germán Varón Cotrino y Jaime Alejandro Amín Hernández, quienes en su informe 
formulan las siguientes recomendaciones que modifican el texto que se radicó en la Secretaría General 
del Senado de la República, y que se acoge en esta oportunidad. 
 

TEXTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN ACCIDENTAL 
TITULO 

PROYECTO DE LEY 06 DE 2015 SENADO. 
“Por medio de la cual se modifica el artículo 116, el numeral 2 del artículo 140, se deroga el 

artículo 117 del Código Civil y se dictan otras disposiciones” 

 
El título del proyecto fue modificado, toda vez que en el marco de las recomendaciones de la Comisión 
Accidental, se consideró que debía derogarse el artículo 117 del Código Civil y adicionarle la expresión 

“y se dictan otras disposiciones”, debido a que se adiciona un artículo nuevo que pretende diseñar y 
ejecutar una política pública. 
 

TEXTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN ACCIDENTAL 
 
Artículo 2°. Objeto.  
 
La presente ley tiene como objeto modificar el artículo 116, el numeral 2 del artículo 140 y derogar 
el artículo 117 del Código Civil, que regulan la capacidad y consentimiento para el matrimonio, 
eliminado del Código Civil la posibilidad de contraer matrimonio con persona menor de 18 años y 
se crea la política pública encaminada a sensibilizar y divulgar los efectos, causas y consecuencias 
de contraer matrimonio o uniones maritales de hecho con menores de 18 años. 

 
Se elimina la expresión “en” y se cambia por la expresión “con”, debido a que la primera, deja abierta 
la posibilidad de interpretar que la restricción es para los matrimonios contraídos entre dos menores de 
edad y no con menores de 18 años, es decir, donde uno de los contrayentes o los dos, sean menores de 
edad. 
 
Se deroga el artículo 117, toda vez que al modificar el artículo 116 y el numeral 2 del artículo 140 del 
Código Civil, resulta inocuo modificar el artículo 117 del Código Civil. 
 
Se incorpora dentro del objeto del proyecto de ley, el diseño y ejecución de una política pública como 
base fundamental para que exista un verdadero cambio cultural en torno a la nocividad que implica 
contraer matrimonio con menores de 18 años. 
 
Artículo 3°. El artículo 116 del Código Civil quedará así: 
 
Artículo 116. Capacidad para contraer matrimonio. Tendrán capacidad para contraer matrimonio 
solo las personas mayores de 18 años. 

 
La Comisión Accidental consideró que no debía alterarse el artículo que pretende modificar el artículo 
116 del Código Civil. 
 

TEXTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN ACCIDENTAL 
 
Artículo 4°. Deróguese el artículo 117 del Código Civil 

 
La Comisión Accidental consideró que debe derogarse el artículo 117 del Código Civil, debido a que al 
modificar el artículo 116 y el numeral 2 del artículo 140 del Código Civil, resulta inocuo modificar el 
artículo 117 del Código Civil. 

TEXTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN ACCIDENTAL 
 
Artículo 5º. El numeral 2 del artículo 140 del Código Civil quedará así: 
 
Artículo 140. Causales de nulidad. El matrimonio es nulo y sin efecto en los casos siguientes: 
 
2. Cuando se ha contraído por persona menor de 18 años. 

 
Se cambia de plural a singular las palabras “persona” y “menor”, debido a que dejarlo en plural da 
lugar a interpretar que el matrimonio es nulo y sin efecto cuando se contrae entre dos menores de edad 
y no con algún menor de edad. 
 
Artículo 6°. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las disposiciones que le 
sean contrarias. 

 
TEXTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN ACCIDENTAL 

 
Artículo Nuevo°. Promoción, divulgación y sensibilización. 
 
El Gobierno Nacional, bajo la coordinación del Ministerio de Educación, se encargará de 
diseñar y ejecutar una política pública con el apoyo de los entes territoriales, encaminada a 
sensibilizar y divulgar los efectos, causas y consecuencias de contraer matrimonio o uniones 
maritales de hecho con menores de 18 años. 
 
Parágrafo. 
 
El Ministerio de Educación elaborará un informe anual de rendición de cuentas sobre la 
ejecución de la política pública, el cual será remitido al Congreso de la República dentro de los 
primeros diez días del segundo periodo de cada legislatura. 

 
La Comisión Accidental consideró que para lograr un mayor impacto en la sociedad, debía diseñarse 
una estrategia de política pública que permita dar a conocer los efectos, causas y consecuencias de 
contraer matrimonio o uniones maritales de hecho con menores de 18 años. 
 
La finalidad del parágrafo es que el Congreso de la República haga seguimiento anual al estado de 
ejecución de la política pública, por medio del ente coordinador, que para el caso concreto será el 
Ministerio de Educación.” 
 
A pesar de lo anterior, el Proyecto de Ley No. 06 de 2015 Senado no tuvo primer debate y fue archivado 
por tránsito de legislatura el 20 de junio de 2016.  
 
El 26 de julio de 2017, los honorables Senadores Honorio Miguel Henríquez Pinedo, Ernesto Macías 
Tovar, Jaime Amín Hernández y Álvaro Uribe Vélez, radicaron en Senado el Proyecto de Ley N° 50 de 
2017 Senado- 213 de 2018 Cámara, “Por medio de la cual se modifica el artículo 116, el numeral 2 del 
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artículo 140, se deroga el artículo 117 del Código Civil y se dictan otras disposiciones”, con el objetivo 
de eliminar la posibilidad de contraer matrimonio  con menores de 18 años y de establecer una política 
pública para sensibilizar a la población sobre los efectos de este tipo de matrimonios o uniones maritales 
de hecho con menores de edad. Se publicó la ponencia para tercer debate en Cámara de Representantes 
por parte del Representante Santiago Valencia González, pero la iniciativa fue archivada por tránsito de 
legislatura el 13 de junio de 2019. 
 
EL 24 de septiembre de 2019, el Senador Honorio Miguel Henríquez Pinedo radicó el Proyecto de Ley 
209 de 2019 Senado “Por medio de la cual se modifica el artículo 116, el numeral 2 del artículo 140, se 
deroga el artículo 117 del Código Civil y se dictan otras disposiciones”. Se publicó ponencia para primer 
debate el 02 de diciembre de 2019 por el Senador Santiago Valencia. Sin embargo, esta iniciativa que 
fue archivada en primer debate en comisión I del Senado el día 19 de junio de 2020.  
 
 
III. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 
Colombia ha ratificado numerosos instrumentos internacionales sobre los derechos de los niños, 
estableciendo así su compromiso de protegerlos tomando las medidas internas necesarias para su 
efectividad.  
 
Entre dichos instrumentos, se encuentran los siguientes:  
 

 La Convención sobre los Derechos de los Niños y de las Niñas, adoptada por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989 y aprobada por el Congreso de la República 
mediante Ley 12 de 1991. Este tratado internacional reconoce los derechos de los niños y niñas, 
y entiende como tales a quienes tengan menos de 18 años de edad1. Entre los compromisos que 
adquieren los Estados para su protección, está la garantía del desarrollo pleno de su personalidad, 
acceso a la educación, a crecer en un ambiente sano, entre otros. Lo anterior, dado que son las 
condiciones necesarias para el desarrollo pleno, libre y autónomo de los niños.  
 

 La Declaración Universal de los Derechos Humanos, de fecha 10 de diciembre de 1984, 
proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas. En su artículo 25 indica que la 
infancia tiene derecho al cuidado y asistencia especial.  
 

 La Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, proclamada en Bogotá en abril 
de 1948. En su artículo 7 también consagra que todo niño tiene derecho a la protección, cuidado 
y ayudas especiales.  
 

 El Pacto de los Derechos Civiles y Políticos, contempla en su artículo 24 que todo niño tiene 
derecho a las medidas de protección que su condición de menor requiere, por parte de su familia, 
la sociedad y el Estado.  
 

                                                 
1 Tomado de la página web 
https://www.unicef.org/spanish/crc/index_30229.html#:~:text=La%20Convenci%C3%B3n%20establece%20en%20forma,a
tenci%C3%B3n%20de%20la%20salud%3B%20puedan  

 El Pacto de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su artículo 10 establece que los 
Estados Parte deben adoptar las medidas especiales de protección a favor de los niños, niñas y 
adolescentes, y se les debe proteger de la explotación económica y social. Además, los Estados 
parte se comprometen de acuerdo con su artículo 12, al sano desarrollo de los niños.  
 

 El Pacto de San José, aprobado en Colombia mediante Ley 16 de 1976, en su artículo 19 
contempla los derechos del niño, señalando como tales las medidas de protección que su 
condición de menor requiere por parte de su familia, la sociedad y el Estado.  
 

 La Convención para erradicar todas las formas de discriminación contra la mujer, del 18 de 
diciembre de 1979 por la Asamblea General de la ONU y adoptada en Colombia mediante la Ley 
51 de 1981, indica en su artículo 16 que no tendrán efectos jurídicos los matrimonios contraídos 
con niños. Además, indica que los Estados parte se comprometen a asegurar las condiciones en 
las que se contraerá matrimonio, garantizando que tanto hombres como mujeres tengan la misma 
libertad de elegir al cónyuge, y contraer matrimonio por su libre albedrío y pleno consentimiento.  
 

 El Convenio 182 de la OIT adoptado en Colombia mediante la Ley 704 de 2001, indica que se 
considera como “niño” a todo menor de 18 años, y que se considera como una de las peores 
formas de trabajo infantil, la venta y trata de niños.  

 
 
La Constitución Política reconoce los derechos fundamentales de los niños en su artículo 44, como la 
vida, la integridad física, la salud, a tener una familia y no ser separados de ella, a la educación, entre 
otros. Adicionalmente, advierte que los niños “Gozarán también de los demás derechos consagrados en 
la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia”. En su artículo 
45 también señala que el adolescente tiene derecho a tener una formación integral.  
 
El constituyente de 1991 decidió hacer expresa, para el caso de los menores, la regla general según la 
cual “la enunciación de los derechos y garantías contenidos en la Constitución y en los convenios 
internacionales vigentes, no debe entenderse como negación de otros que, siendo inherentes a la persona 
humana, no figuren expresamente en ellos”. 
 
La Ley 1098 de 2006, el Código de la Infancia y Adolescencia, es claro en señalar que tiene como fin la 
protección y la garantía de derechos y libertades de los niños, niñas y adolescentes, que se encuentran 
consagrados en la Constitución, en los Tratados Internacionales y en las leyes, así como busca su 
restablecimiento. Por lo anterior, considera como titulares de los derechos que consagra dicho código, a 
los menores de 18 años.  
 
La Ley 1098 de 2006 en su artículo 8°, consagra el interés superior de los niños, niñas y adolescentes 
como “el imperativo que obliga a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y simultánea 
de todos sus Derechos Humanos, que son universales, prevalentes e interdependientes”.  
 
Además, el mismo código en su artículo 10 señala la corresponsabilidad de la familia, la sociedad y el 
Estado para garantizar el ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.  

En Sentencia C-507 de 2004, la Corte Constitucional manifestó que “vistos el origen histórico de la 
regla, el desarrollo legislativo de las normas sobre capacidad para contraer matrimonio y 
consideraciones doctrinarias al respecto, concluye la Corte que el numeral 2° del artículo 140 del 
Código Civil consagra una norma, proveniente del derecho romano, cuyo contenido (1) es diferencial 
respecto de hombres y mujeres; (2) establece una menor edad para la mujer, fijada de manera general 
atendiendo únicamente a la pubertad; (3) la diferencia no tiene como finalidad proteger a la mujer ni 
promover su libertad. Además, (4) la norma establece una causal de nulidad del matrimonio para los 
menores de las edades señaladas, lo cual significa que los mayores de dichas edades no están amparados 
por esta norma sino que se rigen por el artículo 117 del Código Civil ya juzgado por la Corte y otras 
normas sobre quién puede solicitar la nulidad, en qué momento y en qué condiciones”. 
 
Del análisis hecho por la Corte sobre el artículo que regula la edad de matrimonio, esta Corporación 
señaló que este no es absoluto ni perpetuo y, por ende, es válido ajustarse nuevamente si se pretende 
ampliar la protección de los menores de edad. Sin desconocer los mínimos de protección que 
efectivamente deben garantizarse a los menores de 18 años o que se desconozcan libertades, so pretexto 
de imponer políticas “paternalistas”.   
 
Así mismo indicó que, “(…) estimular (…) los matrimonios de adolescentes apenas llegados a la 
pubertad” (subrayado fuera del texto original) atentaría contra la institución de la familia, haciendo una 
manifestación expresa de la clara diferencia que existe entre las regulaciones civiles matrimoniales entre 
“púberes” (menor adulto) y las situaciones donde los menores de edad tienen relaciones sexuales. 
Así las cosas, corresponde al legislador regir (i) “las formas del matrimonio”, (ii) “la edad y capacidad 
para contraerlo”, (iii) “los deberes y derechos de los cónyuges”, (iv) “su separación” y (v) “la disolución 
del vínculo” matrimonial1. Se trata pues, de una decisión expresa de la Asamblea Nacional Constituyente 
de confiar al Congreso, foro de representación democrática por excelencia, la competencia para regular 
la institución jurídica del matrimonio; para regular la edad mínima a partir de la cual puede ser ejercido, 
teniendo en cuenta (i) la edad y la madurez de la persona, y (ii) un consentimiento libre y pleno de 
ambas partes.  
 
También se refirió a la afectación que genera un matrimonio precoz en el desarrollo libre, armónico e 
integral y la restricción para gozar del pleno ejercicio de sus derechos y mencionó la repercusión de los 
efectos negativos de esta problemática en los niños, niñas y adolescentes, dentro de los cuales se 
consideran, el derecho a la educación, el derecho a la salud. 

 
 
IV. JUSTIFICACIÓN 
 
De conformidad con nuestro ordenamiento jurídico, es capaz para obligarse la persona mayor de 18 años 
y son capaces relativos los mayores de 14 años. Bajo esos supuestos los menores adultos entre 14 y 18 
años solo serían capaces para contraer ciertas obligaciones, y serían nulos sus demás actos.  
 
Los menores de edad no pueden ser vinculados libremente a la vida laboral, ni son aptos para participar 
en las decisiones políticas (votar). Por lo anterior pierde todo fundamento que se autorice a menores de 
edad para contraer matrimonio, cuando no pueden vincularse a la vida laboral, ejercer sus derechos como 
ciudadanos ni obligarse. 

De acuerdo con la Unicef, el matrimonio infantil se define como un matrimonio formal o unión informal 
antes de los 18 años, y es una realidad para los niños que afecta de manera desproporcionada a las niñas, 
porque los padres optan por casar a sus hijas a edades tempranas por varios motivos. Por ejemplo, las 
familias pobres consideran que las niñas son una carga económica y casarlas resulta una medida de 
supervivencia, otros piensan que el matrimonio a una edad temprana protege a la niña ante al peligro de 
sufrir agresiones sexuales, o le procura la protección de un tutor varón.

La discriminación por motivo de género puede ser también otro de los motivos subyacentes: a las mujeres 
se les casa siendo aún niñas con el fin de asegurar la docilidad y obediencia en el hogar del esposo y 
maximizar su reproducción.

El matrimonio precoz puede tener consecuencias muy perniciosas para las niñas, como, por ejemplo:

Abandono de la educación: una vez casadas, las niñas tienden a dejar la escuela. En efecto, según 
el Ministerio de Educación, 181 menores entre 15 y 17 años, son desertores debido a sus 
obligaciones paternas.

Problemas de salud: los embarazos prematuros aumentan la tasa de mortalidad infantil y derivada 
de la maternidad. Las niñas adolescentes son también más vulnerables al contagio de 
enfermedades de transmisión sexual, como el VIH/SIDA.

Malos tratos: es habitual en los matrimonios precoces. Además, las jóvenes que se niegan a 
casarse o que eligen a un compañero para el matrimonio contra el deseo de sus progenitores, a 
menudo son castigadas o incluso asesinadas por sus familias. Es lo que se conoce como 
“asesinatos por honor”.

Las pruebas indican que las niñas que se casan temprano abandonan a menudo la educación 
oficial y quedan embarazadas. Las muertes maternas relacionadas con el embarazo y el parto son 
un componente importante de la mortalidad de las niñas de 15 a 19 años en todo el mundo, lo que 
representa 70.000 muertes cada año (Unicef, Estado Mundial de la Infancia, 2009). 

Si una madre tiene menos de 18 años, el riesgo de que su bebé muera en el primer año de vida es 
de un 60% más que el de un bebé nacido de una madre mayor de 19 años (Unicef, Estado Mundial 
de la Infancia, 2009). Incluso, si el niño sobrevive, tiene más probabilidades de sufrir bajo peso 
al nacer, padecer de desnutrición, y tener un desarrollo físico y cognitivo tardío (Unicef, Estado 
Mundial de la Infancia de, 2009). 

Cifras de mortalidad materna
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Fuente: Instituto Nacional de Salud

Las esposas menores de edad corren el riesgo de sufrir actos de violencia, de abuso y de 
explotación (Unicef, Estado Mundial de la Infancia, 2009). 

Por último, el matrimonio infantil a menudo trae consigo la separación de la familia y los amigos, 
y la falta de libertad para participar en actividades de la comunidad, lo que podría tener 
consecuencias importantes sobre la salud mental de las niñas y su bienestar físico.

Cuando se produce el matrimonio infantil, funciona como una norma social. Casarse con niñas menores 
de 18 años de edad tiene sus raíces en la discriminación de género, y alienta el embarazo prematuro y sin 
espaciamiento; también fomenta la preferencia por la educación del varón. 

Las cifras de matrimonio que involucren contrayente menor de edad.

Fuente: Superintendencia de Notariado y Registro (SNR)

El derecho a elegir y aceptar libremente el matrimonio está reconocido en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos de 1948, la cual admite que el consentimiento no puede ser “libre y completo” 
cuando una de las partes involucradas no es lo suficientemente madura como para tomar una decisión 
con conocimiento de causa sobre su pareja. La Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer de 1979, estipula que el compromiso matrimonial y el casamiento de un 
niño o niña no tendrán efectos jurídicos y que se deben tomar todas las medidas necesarias, incluidas las 
legislativas, para especificar una edad mínima de matrimonio. La edad recomendada por el Comité sobre 
la eliminación de discriminación contra la mujer es de 18 años.

V. PANORAMA INTERNACIONAL 
k.o0´ø §l,
Según la Unicef, el matrimonio infantil es aquel que se contrae antes de los 18 años y es una violación 
de los derechos humanos2. 

En las Observaciones finales sobre los informes periódicos de Colombia, el Comité de los Derechos del 
niño, manifiesta su preocupación por las prácticas nocivas permitidas en Colombia refiriéndose 
expresamente al matrimonio infantil, autorizado en el Código Civil, en el artículo 140 en virtud del cual 
los niños y niñas de 14 años pueden contraer matrimonio con el consentimiento de sus padres o tutores1

destacando su preocupación por ser esta práctica muy común en el Estado parte.

                                                
2 Ver https://www.unicef.org/es/historias/el-matrimonio-infantil-en-el-mundo

El Comité de los derechos del niño y  la CEDAW en su recomendación 18 y 31 conjunta señala que le 
matrimonio infantil y las uniones tempranas son considerados una práctica nociva, por cuanto mantienen 
las desigualdades sociales, que además repercuten negativamente en su dignidad, su integridad y 
desarrollo a nivel físico, psicosocial y moral, su participación, su salud, su educación y su situación 
económica y social. Por lo que, insta a los Estados a prohibir de manera explícita por ley y sancionar 
debidamente o tipificar como delitos las prácticas nocivas1 teniendo presente la gravedad y el daño 
causado, de la mano de medidas de prevención, protección, reintegración y recuperación para las víctimas 
de estas prácticas con una efectiva aplicación, supervisión y de carácter coercitivo. 
 
Según la organización humanitaria Plan Internacional, cada 2 segundos una niña contrae matrimonio 
forzado, y el 14% de las niñas en países en vías de desarrollo, contraerá matrimonio antes de cumplir los 
15 años.  
 
De acuerdo con la UNICEF, en el mundo, el 21% de las mujeres adolescentes se han casado antes de los 
18 años. Además, se encuentra que 12 millones de niñas menores de 18 años se casan cada año según la 
misma organización3.  
 
En efecto, la UNICEF indica que 650 millones de niñas y mujeres vivas se casaron siendo niñas. Además, 
estima que de no eliminarse esta práctica que va en contra de los derechos humanos, para el año 2030 
más de 150 millones de niñas se casarán antes de cumplir 18 años.  
 
Ahora bien, a pesar de que el matrimonio infantil es un fenómeno que afecta a niños y niñas, perjudica 
de mayor forma a las menores. Según la alianza mundial Girls Not Brides, 12 millones de niñas y 
adolescentes se casan antes de los 18 cada año. La UNICEF estima que 115 millones de niños y hombres 
contrajeron matrimonio en la infancia4.  
 
A nivel internacional, existen países en donde el matrimonio infantil es una práctica común, como son 
Bangladesh, Burkina Faso, Etiopía, Ghana, India, Mozambique, Nepal, Níger, Sierra Leona, Uganda, 
Yemen y Zambia5. 
 
En América Latina y el Caribe, de las mujeres entre 20 y 24 años, el 24% de las mismas se casó antes de 
los 18 años (cifras de 2017).  En México para el año 2017, el 10% de las mujeres adolescentes está casada 
o en unión libre, mientras que para el caso de los hombres, la cifra es del 6%6.  
 
En El Salvador, la cifra de mujeres es del 21% del total de las adolescentes, en Cuba es del 16% y en 
Colombia es del 14%7 (Cifras del año 2017). 
 

                                                 
3 Tomado de https://www.unicef.org/es/historias/el-matrimonio-infantil-en-el-mundo 
4 Tomado de https://eacnur.org/blog/matrimonio-infantil-la-realidad-de-millones-de-ninas-y-ninos-
tc_alt45664n_o_pstn_o_pst/ 
5 Tomado de https://www.unicef.org/es/protection/programa-mundial-unfpa-unicef-para-acelerar-medidas-poner-fin-al-
matrimonio-infantil 
6 Cifras tomadas de https://www.bbc.com/mundo/noticias-internacional-40569449 
7 Ibídem.   

Para el 2017, Malawi, Guatemala, El Salvador, Honduras y Trinidad y Tobago, prohibieron 
definitivamente y sin excepciones los matrimonios infantiles.8. 
Según reporte del año 2019, no han mejorado las cifras de matrimonio infantil en Latinoamérica, y de 
hecho, los países con mayor prevalencia de mujeres entre 20 y 24 años que se casaron o estuvieron en 
uniones libres antes de los 18 años, son: República Dominicana y Brasil (36%), Nicaragua (35%), 
Honduras (34%), Guatemala (30%), El Salvador y México (26%)9.

En el año 2019, México decidió prohibir el matrimonio infantil y adolescente, fijando la edad mínima 
para contraerlo en 18 años, así como se abolió la posibilidad de que los padres dieran su consentimiento 
al matrimonio con menores de edad10. 

En el año 2019, el Tribunal Supremo de Tanzania prohibió el matrimonio infantil, y por tanto, solo 
podrán contraer matrimonio desde los 18 años y no desde los 14 como se establecía anteriormente. 
Tanzania era el 11° país con más niñas casadas11. 

Cabe mencionar que, en septiembre del año 2015, la ONU adoptó la agenda 2030 para la erradicación de 
la pobreza por medio de “los objetivos de desarrollo sostenible”, acuerdo internacional con vigencia hasta 
el 2030 que tiene entre sus temáticas la disminución de las desigualdades. Entre sus objetivos de 
desarrollo sostenible, está el “5.3 Eliminar todas las prácticas nocivas, como el matrimonio infantil, 
precoz y forzado y la mutilación genital femenina”.

Sobre el particular, en informe del año 2019 sobre el cumplimiento de los objetivos propuestos para el 
desarrollo sostenible, indica que, en Asia Meridional, el riesgo de que una niña contraiga matrimonio 
infantil ha disminuido un 40% desde el 2000. Sin embargo, el 30% de las mujeres entre 20 y 24 años 
contrajeron matrimonio antes de los 18 años12. 

VI. IMPACTO FISCAL

Esta iniciativa no está sujeta al cumplimiento del requisito previsto en el Artículo 7º de la Ley 819 de 
2003.

De los honorables Congresistas,

HONORIO MIGUEL HENRÍQUEZ PINEDO
Senador de la República - Autor principal

                                                
8 Tomado de reporte del diario El País, véase:  
https://elpais.com/elpais/2017/10/06/planeta_futuro/1507297672_697301.html
9 Tomado de noticia publicada en  EL Tiempo en https://www.eltiempo.com/vida/mujeres/cifras-de-matrimonio-infantil-en-
latinoamerica-386338
10 Véase  https://www.proceso.com.mx/586973/entra-en-vigor-la-prohibicion-del-matrimonio-con-menores-de-18-anos
11 Tomado de https://cadenaser.com/programa/2019/11/01/punto_de_fuga/1572634548_901109.html
12 Tomado de https://unstats.un.org/sdgs/report/2019/The-Sustainable-Development-Goals-Report-2019_Spanish.pdf
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Fuente: Instituto Nacional de Salud

Las esposas menores de edad corren el riesgo de sufrir actos de violencia, de abuso y de 
explotación (Unicef, Estado Mundial de la Infancia, 2009). 

Por último, el matrimonio infantil a menudo trae consigo la separación de la familia y los amigos, 
y la falta de libertad para participar en actividades de la comunidad, lo que podría tener 
consecuencias importantes sobre la salud mental de las niñas y su bienestar físico.

Cuando se produce el matrimonio infantil, funciona como una norma social. Casarse con niñas menores 
de 18 años de edad tiene sus raíces en la discriminación de género, y alienta el embarazo prematuro y sin 
espaciamiento; también fomenta la preferencia por la educación del varón. 

Las cifras de matrimonio que involucren contrayente menor de edad.

Fuente: Superintendencia de Notariado y Registro (SNR)

El derecho a elegir y aceptar libremente el matrimonio está reconocido en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos de 1948, la cual admite que el consentimiento no puede ser “libre y completo” 
cuando una de las partes involucradas no es lo suficientemente madura como para tomar una decisión 
con conocimiento de causa sobre su pareja. La Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer de 1979, estipula que el compromiso matrimonial y el casamiento de un 
niño o niña no tendrán efectos jurídicos y que se deben tomar todas las medidas necesarias, incluidas las 
legislativas, para especificar una edad mínima de matrimonio. La edad recomendada por el Comité sobre 
la eliminación de discriminación contra la mujer es de 18 años.

V. PANORAMA INTERNACIONAL 
k.o0´ø §l,
Según la Unicef, el matrimonio infantil es aquel que se contrae antes de los 18 años y es una violación 
de los derechos humanos2. 

En las Observaciones finales sobre los informes periódicos de Colombia, el Comité de los Derechos del 
niño, manifiesta su preocupación por las prácticas nocivas permitidas en Colombia refiriéndose 
expresamente al matrimonio infantil, autorizado en el Código Civil, en el artículo 140 en virtud del cual 
los niños y niñas de 14 años pueden contraer matrimonio con el consentimiento de sus padres o tutores1

destacando su preocupación por ser esta práctica muy común en el Estado parte.

                                                
2 Ver https://www.unicef.org/es/historias/el-matrimonio-infantil-en-el-mundo

El Comité de los derechos del niño y  la CEDAW en su recomendación 18 y 31 conjunta señala que le 
matrimonio infantil y las uniones tempranas son considerados una práctica nociva, por cuanto mantienen 
las desigualdades sociales, que además repercuten negativamente en su dignidad, su integridad y 
desarrollo a nivel físico, psicosocial y moral, su participación, su salud, su educación y su situación 
económica y social. Por lo que, insta a los Estados a prohibir de manera explícita por ley y sancionar 
debidamente o tipificar como delitos las prácticas nocivas1 teniendo presente la gravedad y el daño 
causado, de la mano de medidas de prevención, protección, reintegración y recuperación para las víctimas 
de estas prácticas con una efectiva aplicación, supervisión y de carácter coercitivo. 
 
Según la organización humanitaria Plan Internacional, cada 2 segundos una niña contrae matrimonio 
forzado, y el 14% de las niñas en países en vías de desarrollo, contraerá matrimonio antes de cumplir los 
15 años.  
 
De acuerdo con la UNICEF, en el mundo, el 21% de las mujeres adolescentes se han casado antes de los 
18 años. Además, se encuentra que 12 millones de niñas menores de 18 años se casan cada año según la 
misma organización3.  
 
En efecto, la UNICEF indica que 650 millones de niñas y mujeres vivas se casaron siendo niñas. Además, 
estima que de no eliminarse esta práctica que va en contra de los derechos humanos, para el año 2030 
más de 150 millones de niñas se casarán antes de cumplir 18 años.  
 
Ahora bien, a pesar de que el matrimonio infantil es un fenómeno que afecta a niños y niñas, perjudica 
de mayor forma a las menores. Según la alianza mundial Girls Not Brides, 12 millones de niñas y 
adolescentes se casan antes de los 18 cada año. La UNICEF estima que 115 millones de niños y hombres 
contrajeron matrimonio en la infancia4.  
 
A nivel internacional, existen países en donde el matrimonio infantil es una práctica común, como son 
Bangladesh, Burkina Faso, Etiopía, Ghana, India, Mozambique, Nepal, Níger, Sierra Leona, Uganda, 
Yemen y Zambia5. 
 
En América Latina y el Caribe, de las mujeres entre 20 y 24 años, el 24% de las mismas se casó antes de 
los 18 años (cifras de 2017).  En México para el año 2017, el 10% de las mujeres adolescentes está casada 
o en unión libre, mientras que para el caso de los hombres, la cifra es del 6%6.  
 
En El Salvador, la cifra de mujeres es del 21% del total de las adolescentes, en Cuba es del 16% y en 
Colombia es del 14%7 (Cifras del año 2017). 
 

                                                 
3 Tomado de https://www.unicef.org/es/historias/el-matrimonio-infantil-en-el-mundo 
4 Tomado de https://eacnur.org/blog/matrimonio-infantil-la-realidad-de-millones-de-ninas-y-ninos-
tc_alt45664n_o_pstn_o_pst/ 
5 Tomado de https://www.unicef.org/es/protection/programa-mundial-unfpa-unicef-para-acelerar-medidas-poner-fin-al-
matrimonio-infantil 
6 Cifras tomadas de https://www.bbc.com/mundo/noticias-internacional-40569449 
7 Ibídem.   

Para el 2017, Malawi, Guatemala, El Salvador, Honduras y Trinidad y Tobago, prohibieron 
definitivamente y sin excepciones los matrimonios infantiles.8. 
Según reporte del año 2019, no han mejorado las cifras de matrimonio infantil en Latinoamérica, y de 
hecho, los países con mayor prevalencia de mujeres entre 20 y 24 años que se casaron o estuvieron en 
uniones libres antes de los 18 años, son: República Dominicana y Brasil (36%), Nicaragua (35%), 
Honduras (34%), Guatemala (30%), El Salvador y México (26%)9.

En el año 2019, México decidió prohibir el matrimonio infantil y adolescente, fijando la edad mínima 
para contraerlo en 18 años, así como se abolió la posibilidad de que los padres dieran su consentimiento 
al matrimonio con menores de edad10. 

En el año 2019, el Tribunal Supremo de Tanzania prohibió el matrimonio infantil, y por tanto, solo 
podrán contraer matrimonio desde los 18 años y no desde los 14 como se establecía anteriormente. 
Tanzania era el 11° país con más niñas casadas11. 

Cabe mencionar que, en septiembre del año 2015, la ONU adoptó la agenda 2030 para la erradicación de 
la pobreza por medio de “los objetivos de desarrollo sostenible”, acuerdo internacional con vigencia hasta 
el 2030 que tiene entre sus temáticas la disminución de las desigualdades. Entre sus objetivos de 
desarrollo sostenible, está el “5.3 Eliminar todas las prácticas nocivas, como el matrimonio infantil, 
precoz y forzado y la mutilación genital femenina”.

Sobre el particular, en informe del año 2019 sobre el cumplimiento de los objetivos propuestos para el 
desarrollo sostenible, indica que, en Asia Meridional, el riesgo de que una niña contraiga matrimonio 
infantil ha disminuido un 40% desde el 2000. Sin embargo, el 30% de las mujeres entre 20 y 24 años 
contrajeron matrimonio antes de los 18 años12. 

VI. IMPACTO FISCAL

Esta iniciativa no está sujeta al cumplimiento del requisito previsto en el Artículo 7º de la Ley 819 de 
2003.

De los honorables Congresistas,

HONORIO MIGUEL HENRÍQUEZ PINEDO
Senador de la República - Autor principal

                                                
8 Tomado de reporte del diario El País, véase:  
https://elpais.com/elpais/2017/10/06/planeta_futuro/1507297672_697301.html
9 Tomado de noticia publicada en  EL Tiempo en https://www.eltiempo.com/vida/mujeres/cifras-de-matrimonio-infantil-en-
latinoamerica-386338
10 Véase  https://www.proceso.com.mx/586973/entra-en-vigor-la-prohibicion-del-matrimonio-con-menores-de-18-anos
11 Tomado de https://cadenaser.com/programa/2019/11/01/punto_de_fuga/1572634548_901109.html
12 Tomado de https://unstats.un.org/sdgs/report/2019/The-Sustainable-Development-Goals-Report-2019_Spanish.pdf

De los honorables Congresistas,

HONORIO MIGUEL HENRÍQ
Senador de la República - Autor 
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